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INTRODUCCIÓN 
 
La investigación que hoy se presenta, tuvo como objetivo fundamental, el poder 
determinar a partir de la implementación del Sistema Integrado de Transporte 
Masivo “MEGABUS” en la ciudad de Pereira, los cambios que vivieron las 
estructuras empresariales que prestaban el servicio de transporte público colectivo 
dentro de la ciudad. 
Los cambios que se vivieron desde diferentes sectores al interior de las empresas 
entendidos como tales talento humano, el económico, la prestación del servicio, el 
horario de trabajo, la remuneración de los operadores, etc., que han influido en el 
desarrollo de una industria tradicional que sirvió a una ciudad durante más de 50 
años antes de producirse dichos cambios, y que en medio de las dificultades que 
dichos cambios implicaron, supo sobreponerse a la dificultad que los mismos 
implicaron y estructuró un operador para la prestación del servicio de transporte 
masivo a partir de dichas empresas, operador que se nutrió no solo del talento 
humano que existía en las anteriores estructuras empresariales, sino que busco la 
suma de sinergias en favor de una nueva modalidad de transporte y una nueva 
forma de hacer empresa bajo la lupa y control del Estado a través de los Entes 
Gestores,  
Puede entenderse que a partir de la suscripción del contrato de concesión para la 
prestación del servicio de transporte masivo, el empresario tuvo que cambiar de 
mentalidad y adecuarse a esas condiciones nuevas que se imponían y a partir de 
las cuales debía estructurar su empresa, buscando con ello poder desarrollar en 
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condiciones de eficiencia y rentabilidad la prestación de un servicio público del 
cual se le estaba desplazando de una modalidad a otra, y respecto de la cual 
desconocía todo, pero que con el pasar de los años que lleva implementado el 
sistema de transporte masivo, ha sabido adecuarse y salir airoso del reto que se le 
imponía, no obstante presentar aún falencias por efectos de los traumas normales 
que el cambio genera, pues con el cambio de modalidad en la prestación del 
servicio, hubo la necesidad de eliminar la sobreoferta que del transporte colectivo 
existía, eliminación que corrió a cargo del operador y que trato de hacerse bajo el 
entendido de no perjudicar a aquellos pequeños propietarios que como único 
sustento tenían el vehículo afiliado a aquellas empresas que agrupadas formaron 
un operador para la prestación del servicio de transporte masivo, razones por las 
cuales se considera que el presente trabajo puede generar  un adecuado 
entendimiento del cambio que se generó en aquellas estructuras empresariales 
tradicionales a partir de la puesta en funcionamiento el Sistema Integrado de 
Transporte Masivo “MEGABUS”. 
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CAPITULO I 
ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
1.1. ESTRUCTURAS EMPRESARIALES EXISTENTES ANTES DE LA 
LICITACIÓN. 
Para el año 2004, época en la cual se realizó la licitación para la concesión de la 
operación del transporte en la modalidad de transporte urbano masivo, existían 
siete (7) empresas de transporte urbano colectivo a saber: 

 Sociedad TRANSPORTES URBANOS CAÑARTE LTDA 

 Sociedad TRANSPERLA DEL OTUN S.A. 

 Sociedad LINEAS PEREIRANAS S.A. 

 Sociedad URBANOS SUPERBUSES LTDA. 

 Sociedad TRANS SERVILUJO S.A. 

 Cooperativa de BUSES URBANOS DE PEREIRA. 

 Cooperativa DE TRANSPORTADORES URBANOS SAN FERNANDO. 
Dichas empresas eran preexistentes a la implementación que se pretendía realizar 
del transporte urbano en la modalidad de masivo, pues desarrollaban su actividad 
en la modalidad de Transporte Urbano Colectivo, con cobertura espacial en el 
Área Metropolitana Centro Occidente “AMCO” integrada por los municipios de 
Pereira, Dosquebradas y La Virginia, bajo la tutela de dicha entidad como 
Autoridad Única de Transporte Público por delegación expresa de la ley.  
Las empresas antes mencionadas, se concibieron inicialmente como negocios 
familiares, a través de los cuales se desarrollaba inicialmente la industria del 
transporte de pasajeros en la modalidad de urbano colectivo, las formas 
societarias eran del tipo de las anónimas y limitadas y por último del sector 
cooperativo. El activo principal de dichas empresas, lo constituían las 
habilitaciones que mediante actos administrativos de carácter particular les 
otorgaba la autoridad “AMCO” para poder operar las rutas que la misma 
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determinaba con base en un origen y destino y a partir de la conceptualización que 
la autoridad tenía de la cobertura espacial que el Área Metropolitana Centro 
Occidente “AMCO” requería. Estas formas societarias y de economía solidaria, se 
generaron a partir de requerimientos de orden legal, y decimos requerimientos de 
orden legal, pues fue con la expedición de leyes y decretos que el Estado realizó 
la intervención en el transporte y legalizó un servicio público delegado en 
particulares, como lo es el transporte urbano colectivo.  
Inicialmente, se desarrollaron los modelos empresariales a partir de negocios 
familiares, los cuales fueron adquiriendo la connotación de sociedades o 
cooperativas por exigencia legal, pues se estableció que la prestación del servicio 
de transporte se realizaría a partir de empresas legalmente constituidas, 
entendidas como tales las sociedades o cooperativas conformadas como unidades 
de explotación económica.  
El marco dentro del cual se movían dichas empresas se encontraba constituido 
por el lleno por parte de las mismas de requisitos de orden formal, los cuales 
cumplían en el papel, puesno obstante exigirse a través de la regulación el 
concurso y por ende la entrega a través de contratos de concesión de las rutas 
objeto de la prestación de servicio, las empresas que desarrollaban la actividad de 
transporte urbano colectivo en el AMCO, eran preexistentes a la norma y por ende 
los actos administrativos (habilitaciones) por medio de las cuales se les había 
autorizado la prestación del servicio también lo eran, bajo ese marco legal 
continuaron desarrollando la actividad al amparo de dichos actos (No obstante que 
la misma ley establecía que no existían a partir de dichos actos derechos 
adquiridos)1, esto sumado a la ausencia de una competencia que exigiera el 
cumplimiento de dichas normas, y que el cubrimiento espacial se realizaba de 
manera adecuada por las empresas existentes, pues la adjudicación de nuevos 
 
1Artículo 3 numeral 5º inciso 2º Ley 105 de 1.993. 
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servicios, se realizaba previos estudios que determinaran la necesidad de los 
mismos. 
De manera clara se puede evidenciar que las formas societarias anónima y 
limitada que tienen algunas de las empresas, limitaba la participación de los 
pequeños propietarios de vehículos de servicio público en la modalidad de 
colectivo, pues los dueños de las sociedades como se dijo antes, eran familias, y 
aquellos propietarios afiliados, simplemente se unían a las empresas habilitadas 
para la prestación del servicio de transporte, mediante contratos de vinculación 
que establecía la ley, y cuya remuneración la constituía y aún constituye el 
producido diario de cada vehículo de acuerdo con la movilización de pasajeros 
que realizara, deduciendo los costos de operación que dicho vehículo genere, ya 
que no se multiplicaba por la totalidad de los vehículos afiliados, sino de manera 
individual por cada propietario, y como contraprestación hacia la empresa, cancela 
un valor establecido por la misma ley como rodamiento. De allí, que al momento 
de presentarse la licitación para la operación del transporte masivo, muchos de 
aquellos pequeños propietarios fueron desplazados, pues carecían de recursos 
económicos para participar en las nuevas sociedades que requerían 
apalancamientos financieros de gran valía, siendo así como la participación 
accionaria de aquellos pequeños propietarios frente a las sociedades 
preexistentes y que operaban en la modalidad de colectivo, fuera 
considerablemente menor. En contraste con esta forma de asociación, existían las 
Cooperativas, inspiradas en modelos asociativos basados en la solidaridad, las 
cuales entraron a formar parte de una de las empresas operadoras de transporte 
masivo, pero aquí si con la representación equitativa de todos y cada uno de sus 
asociados, pues no eran accionistas en dichos modelos cooperativos, sino 
asociados, con aportes equitativos que representaban su participación y que 
fueron tenidos en cuenta al momento de ser llamados a formar parte de las 
nuevas sociedades, aquí si como accionistas, cooperativas estas que buscaron 
mecanismos de financiación para poder llevar a ese grupo de asociados de las 
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mismas para que se volvieran capitalistas dentro de un nuevo modelo empresarial 
que era el establecido por el mismo Estado, modelo que se tradujo en sociedades 
anónimas con participación de capital de las empresas operadoras de transporte 
urbano colectivo y los pequeños propietarios afiliados a estas.  
Estas eran las formas societarias y cooperativas que preexistían al momento de 
ser licitado el transporte masivo. 
 
1.2. NORMAS LEGALES APLICABLES AL TRANSPORTE URBANO 
COLECTIVO. 
El transporte urbano colectivo se encuentra determinado legalmente a partir de: 
Constitución Política de Colombia artículos 333 y 334 
Ley 105 de 1.993  
Ley 336 de 1.996. 
Decreto 170 de 2001 
La Ley 105 de 1.993 “por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el 
transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las 
Entidades Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y 
se dictan otras disposiciones”. 
Establece un marco general sobre el sector transporte, marco a través del cual 
determina la Integración del Sector Transporte, los Principios rectores del 
Transporte y los principios del transporte público, definición de competencias, un 
marco general de sanciones, los perímetros del transporte, la infraestructura del 
sector transporte, los responsables de dicha infraestructura, establece igualmente 
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los recursos para el sostenimiento y desarrollo de la infraestructura del sector 
transporte, obras del sector transporte a través de contratos de concesión, un 
marco general sobre las estructuras administrativas y la adecuación de las mismas 
de acuerdo con las normas expedidas, planeación del transporte y la 
infraestructura, sector transporte aéreo, y por último, establece la transferencia de 
la infraestructura de la Nación hacia los Departamentos y la forma de implementar 
la misma.   
Posteriormente, mediante la Ley 336 de 1.996, se profiere el “ESTATUTO 
GENERAL DEL TRANSPORTE”, norma mediante la cual se “determinan y 
unifican los principios y criterios” para los diferentes modos de transporte, 
entendidos como tales, el terrestre, aéreo, marítimo, fluvial.  
A partir de este estatuto, se comienza a dar preponderancia al transporte masivo 
como modo preponderante frente a los demás, característica que se comienza a 
destacar desde el artículo 3º el cual indica: 
ARTÍCULO 3o. Para los efectos pertinentes, en la regulación del 
transporte  público las autoridades competentes exigirán y verificarán 
las condiciones de seguridad, comodidad y accesibilidad requeridas 
para garantizarle a los habitantes la eficiente prestación del servicio 
básico y de los demás niveles que se establezcan al interior de cada 
Modo, dándole prioridad a la utilización de medios de transporte 
masivo. En todo caso, el Estado regulará y vigilará la industria del 
transporte en los términos previstos en los Artículos 333 y 334 de la 
Constitución Política. (negrillas del suscrito). 
 
Es así como inclusive desde dicho estatuto, se establece la obligatoriedad de 
incorporar dentro de la Ley del Plan Nacional de Desarrollo, políticas encaminadas 
a desarrollar el transporte, políticas que han sido implementadas y desarrolladas 
exclusivamente para el TRANSPORTE MASIVO y para la INTEGRACION DEL 
TRANSPORTE en las modalidades de masivo y colectivo. 
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Continúa dicho estatuto conservando los lineamientos de la Ley 105 de 1.993 a 
partir de la conceptualización de empresa de transporte, habilitación, prelación del 
interés general sobre el particular en relación con la prestación del servicio 
público, condiciones de operación, rutas, etc… 
Desde allí se reiteran los parámetros formales que deben cumplir todas aquellas 
empresas que pretendan desarrollar la prestación del servicio público de 
transporte en la modalidad de colectivo. 
Se itera el concepto de contrato de concesión como marco contractual para poder 
desarrollar la actividad de transporte y la prestación del servicio, con el objeto de 
trazar las pautas bajo las cuales se desarrolla la interrelación del Estado con los 
particulares en quienes se delega la prestación del servicio de transporte, 
circunstancia que contrasta con la realidad que viven las empresas que cubre el 
servicio de transporte urbano colectivo en Pereira, toda vez, que sus habilitaciones 
son preexistentes a las normas que establecen la modalidad de licitación, sumado 
a que se pretende implementar el Sistema Integrado de Transporte Masivo “SITM” 
a partir de cuencas y en cuya licitación habrán de participar las mismas empresas 
que prestan el servicio en la modalidad de colectivo, pues dicho proceso objeto de 
concesión, habrá de tener requisitos que obviamente solo cumplirían los 
transportadores tradicionales, aspectos tales como el parque automotor objeto de 
eliminación, experiencia en el ámbito local, participación de los pequeños 
propietarios, etc.., factores importantísimos al momento de pretender operar el 
nuevo modelo de transporte que se pretendía implantar, no obstante desde el 
marco legal se establece la libre concurrencia como principio fundamental de la 
licitación que habría de darse, pero bajo el entendido siempre de la participación 
de los empresarios locales. 
Establece así mismo, y en desarrollo de la Ley 105 de 1.993, una escala de faltas, 
la gradualidad en las sanciones por la inobservancia de dichas normas y el 
procedimiento para la imposición de tales sanciones. Así mismo establece 
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condiciones a otros modos de transporte, entre ellos el masivo, y de manera 
general, establece las condiciones generales para el desarrollo de los estudios 
tendientes a la implantación de Sistemas Integrados de Transporte Masivo, así 
como la obligación de constituir autoridades únicas que administren dichos 
sistemas. 
Mediante el Decreto 170 de 2001, se establece la reglamentación específica para 
el modo de Transporte Urbano Colectivo, y el desarrollo de los principios 
generales establecidos en la Ley 105 de 1.993 y Ley 336 de 1.996.  
Establece una definición de lo que se entiende por servicio público de transporte 
terrestre automotor colectivo de pasajeros, y al efecto indica: 
“ARTÍCULO 6o. SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE 
TERRESTRE AUTOMOTOR COLECTIVO DE PASAJEROS. Es 
aquel que se presta bajo la responsabilidad de una empresa de 
transporte legalmente constituida y debidamente habilitada en ésta 
modalidad, a través de un contrato celebrado entre la empresa y 
cada una de las personas que han de utilizar el vehículo de servicio 
público a esta vinculado, para recorrer total o parcialmente una o 
más rutas legalmente autorizadas”. 
 
Establece así mismo, una definiciones, las cuales habrán de ser de 
utilidad en el desarrollo del presente trabajo, toda vez, que son estas 
las que se tienen en cuenta por parte de la Autoridad Única de 
Transporte (AMCO) al momento de implantar el Sistema Integrado de 
Transporte Masivo, para nuestro caso “MEGABUS”, razón por la cual 
se transcriben: 
“ARTÍCULO 7o. DEFINICIONES. Para la interpretación y aplicación 
del presente decreto, se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones: 
-Demanda total existente de transporte. Es el número de pasajeros 
que necesita movilizarse en una ruta o un sistema de rutas y en un 
período de tiempo. 
-Demanda insatisfecha de transporte. Es el número de pasajeros que 
no cuentan con servicio de transporte para satisfacer sus 
necesidades de movilización dentro de un sector geográfico 
determinado y corresponde a la diferencia entre la demanda total 
existente y la oferta autorizada. 
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-Frecuencia de despacho. Es el número de veces por unidad de 
tiempo en que se repite la salida de un vehículo en un lapso 
determinado. 
-Determinación del número de habitantes. Se establece teniendo en 
cuenta el último censo de población adelantado por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística, DANE. 
-Edad del equipo automotor. Es el cálculo resultante de la diferencia 
entre el año que sirve de base para la evaluación o estudio y el año 
del modelo del vehículo. 
-Edad del parque automotor. Es el promedio ponderado de la edad 
de todo el equipo de la empresa, independiente de la clase de 
vehículo. 
-Frecuencias disponibles. Son los despachos establecidos en los 
estudios de demanda que no han sido autorizados. 
-Modificación de horarios. Es el cambio de las frecuencias asignadas 
a una empresa, sin alterar el número total autorizado. 
-Nivel de servicio. Son las condiciones de calidad bajo las cuales la 
empresa presta el servicio de transporte, teniendo en cuenta las 
especificaciones y características técnicas, capacidad, disponibilidad 
y comodidad de los equipos, la accesibilidad de los usuarios al 
servicio, régimen tarifario y demás circunstancias que previamente se 
consideren determinantes, tales como paraderos y terminales. 
-Oferta de transporte. Es el número total de sillas autorizadas a las 
empresas para ser ofrecidas a los usuarios, en un período de tiempo 
y en una ruta determinada. 
-Paz y salvo. Es el documento que expide la empresa al propietario 
del vehículo en el que consta la inexistencia de obligaciones 
derivadas exclusivamente del contrato de vinculación. 
-Plan de rodamiento. Es la programación para la utilización plena de 
los vehículos vinculados a una empresa para que de manera racional 
y equitativa cubran la totalidad de rutas y despachos autorizados y/o 
registrados, contemplando el mantenimiento de los mismos. 
-Ruta. Es el trayecto comprendido entre un origen y un destino, 
unidos entre sí por una vía, con un recorrido determinado y unas 
características en cuanto a horarios, frecuencias, paraderos y demás 
aspectos operativos. 
-Sistema de rutas. Es el conjunto de rutas necesarias para satisfacer 
la demanda de transporte de un área geográfica determinada. 
-Smmlv. Salario mínimo mensual legal vigente. 
- Tarifa. Es el precio que pagan los usuarios por la utilización del 
servicio público de transporte en una ruta y nivel de servicio 
determinado. 
-Utilización vehicular. Es la relación que existe, en términos 
porcentuales, entre el número de pasajeros que moviliza un vehículo 
y el número de sillas que ofrece.” 
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Establece de manera particular las condiciones y requisitos para ser habilitada 
como empresa de transporte urbano en la modalidad de colectivo, la vigencia de la 
habilitación, seguros, fondos de responsabilidad, etc…. 
Posteriormente, se determina las condiciones de la prestación del servicio, y para 
el efecto se entra a determinar las circunstancias bajo las cuales dicha prestación 
debería hacerse, y establece la licitación como mecanismo para el efecto.  
Como requisitos previos al trámite licitatorio, establece: 
“ARTÍCULO 27. DETERMINACIÓN DE LAS NECESIDADES DE 
MOVILIZACIÓN. La Autoridad Metropolitana, Distrital o Municipal 
competente será la encargada de determinar las medidas 
conducentes a satisfacer las necesidades insatisfechas de 
movilización. 
Para el efecto se deben adelantar los estudios que determinen la 
demanda de movilización, realizados o contratados por la autoridad 
competente. Hasta tanto la Comisión de Regulación del Transporte 
señale las condiciones generales bajo las cuales se establezcan la 
demanda insatisfecha de movilización, los estudios deberán 
desarrollarse de acuerdo con los parámetros establecidos en la 
Resolución 2252 de 1999. 
Cuando los estudios no los adelante la Autoridad de Transporte 
Competente serán elaborados por Universidades, Centros de 
Consulta del Gobierno Nacional y Consultores Especializados en el 
área de Transporte, que cumplan los requisitos señalados para el 
efecto por la Comisión de Regulación del Transporte”. 
 
Establecidos los parámetros antes señalados, la autoridad procede a establecer 
los términos de referencia para adelantar la licitación que corresponda para 
efectos de establecer la prestación adecuada y eficiente del servicio bajo los 
criterios establecidos por los principios rectores según la ley 105 de 1.993 y la ley 
336 de 1.996, a título ilustrativo se transcribe las condiciones bajo las cuales debe 
ceñirse la licitación a que se alude. 
 
“PROCEDIMIENTO PARA LA ADJUDICACIÓN DE RUTAS Y 
FRECUENCIAS EN EL SERVICIO BÁSICO. 
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ARTÍCULO 28. APERTURA DE LA LICITACIÓN. Determinadas las 
necesidades de nuevos servicios de movilización, la autoridad de 
transporte competente ordenará iniciar el trámite licitatorio, el cual 
deberá estar precedido del estudio y de los términos de referencia 
correspondientes. 
Los términos de referencia establecerán los aspectos relativos al 
objeto de la licitación, fecha y hora de apertura y cierre, requisitos 
que deberán llenar los proponentes, tales como: las rutas 
disponibles, frecuencias, clase y número de vehículos, nivel de 
servicio, determinación y ponderación de los factores para la 
evaluación de las propuestas, término para comenzar a prestar el 
servicio, su regulación jurídica, derechos y obligaciones de los 
adjudicatarios y todas las demás circunstancias de tiempo, modo y 
lugar que se consideren necesarias para garantizar reglas objetivas y 
claras. 
Los términos de referencia deberán establecer un plazo de duración 
del permiso, contrato de operación o concesión y las condiciones de 
calidad y excelencia en que se prestará el servicio 
ARTÍCULO 29. EVALUACIÓN DE LAS PROPUESTAS. La 
evaluación de las propuestas se hará en forma integral y 
comparativa, teniendo en cuenta los factores de calificación que para 
el efecto señale la Comisión de Regulación del Transporte. 
De acuerdo con la Ley 79 de 1988, se estimulará la constitución de 
cooperativas que tengan por objeto la prestación del Servicio Público 
de Transporte, las cuales tendrán prelación en la asignación de 
servicios cuando se encuentren en igualdad de condiciones con otras 
empresas interesadas. 
ARTÍCULO 30. PROCEDIMIENTO. Hasta que la Comisión de 
Regulación del Transporte determine otro procedimiento para la 
adjudicación de rutas y horarios la Autoridad de Transporte 
Competente atenderá el siguiente: 
1. Determinación de las necesidades del servicio por parte de la 
autoridad de transporte competente. 
2. Apertura de licitación pública por parte de la autoridad de 
transporte competente. 
3. Adjudicación de servicios. 
La apertura de la licitación y la adjudicación de servicios será de 
conformidad con el siguiente procedimiento: 
1. La resolución de apertura deberá estar precedida del estudio 
mencionado anteriormente y de la elaboración de los términos de 
referencia. 
2. Los términos de referencia, entre otros aspectos, determinarán los 
relativos al objeto del concurso, requisitos que deben llenar los 
proponentes, plazo del concurso, las rutas, sistemas de rutas o áreas 
de operación disponibles, frecuencias a servir, clase y número de 
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vehículos, nivel de servicio, reglas y criterios para la evaluación de 
las propuestas y el otorgamiento del permiso, la determinación y 
ponderación de los factores objetivos de selección, término para 
comenzar a prestar el servicio, su regulación jurídica, derechos y 
obligaciones de los adjudicatarios. 
3. La evaluación de las propuestas se hará en forma integral y 
comparativa, teniendo en cuenta entre otros, los siguientes factores 
básicos de selección: 
a) Seguridad (50 puntos): 
Ficha técnica de revisión y mantenimiento preventivo de cada uno de 
los vehículos. (25 puntos). 
Capacitación a conductores. (intensidad horaria).(15 puntos). 
Control efectivo en el recorrido de la ruta. (10 puntos); 
b) Edad promedio de la clase de vehículo licitada (25 puntos): 
Se calcula de acuerdo con la siguiente formula: 
P=25-E 
Donde P= Puntaje a asignar a la empresa 
E= Edad promedio del parque automotor 
c) Sanciones impuestas y ejecutoriadas en los dos últimos años 
(10 puntos): 
Se otorga este puntaje a las empresas que no hayan sido 
sancionadas mediante actos administrativos debidamente 
ejecutoriados, durante los últimos dos (2) años anteriores a la 
publicación de las rutas. 
Si la empresa ha sido sancionada obtendrá cero (0) puntos. 
d) Experiencia (10 puntos). 
e) Capital o patrimonio por encima de lo exigido (5 puntos): 
TOTAL = 100 PUNTOS 
4. Se establece en 60 puntos la sumatoria de los factores como 
mínimo puntaje para que las empresas puedan ser tenidas en cuenta 
en el proceso de adjudicación. 
La adjudicación se hará considerando la media (M) que resulte entre 
el puntaje máximo obtenido entre las empresas participantes y el 
mínimo exigido (60) puntos así: 
P máximo + 60 
M= ––––––– 
2 
Las empresas que no alcancen la media (M) no se tendrán en 
cuenta. 
5. Para las empresas que estén en la media aritmética o por encima 
de ella, se calculará un porcentaje de participación con base en la 
siguiente fórmula: 
Ei= Pi-60 
Ei 
i% –– 
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n 
Ei 
i=1 
Donde: 
i% = Porcentaje de participación en la distribución 
Pi = Puntaje obtenido por cada una de las empresas 
Ei = puntaje obtenido por encima de los 60 puntos 
n = Número de empresas 
6. El total de frecuencias a adjudicar se distribuirá de acuerdo con el 
porcentaje de participación obtenido así: 
Ki = K*.i% 
Donde: 
Ki = Número de frecuencias a asignar 
K = Número de frecuencias disponibles 
i% = Porcentaje de participación en la distribución 
En caso que dos o más empresas obtengan igual número de puntos 
se le adjudicará a aquella que tenga el mayor puntaje en el factor de 
edad promedio de la totalidad del parque automotor. De persistir el 
empate se definirá a favor de la que obtenga la mayor puntuación en 
el factor seguridad. 
7. Los términos de referencia exigirán la constitución de una póliza 
de seriedad de la propuesta expedida por una compañía de seguros 
legalmente autorizada para funcionar en Colombia e indicarán su 
vigencia, la cual no podrá ser inferior al término del concurso y 
noventa (90) días más. 
El valor asegurado será el equivalente al producto de la tarifa 
correspondiente para la ruta que se concursa, por la capacidad 
transportadora total del vehículo requerido, por el número total de 
horarios concursados, por el plazo del concurso, así: 
G = T * C * NF * P 
Donde: G = Valor de la garantía 
T = Valor de la tarifa 
C = Capacidad del vehículo 
NF = Número de frecuencias concursadas 
P = Plazo del concurso 
Cuando se presenten propuestas para servir más de una (1) ruta, el 
valor de la póliza se liquidará para cada una de las rutas. 
8. Dentro de los diez (10) días siguientes a la apertura de la licitación 
de rutas, se publicarán avisos por una sola vez, simultáneamente en 
dos (2) periódicos de amplia circulación local, el día martes, en un 
tamaño no inferior a 1/12 de página. Las empresas podrán presentar 
sus propuestas dentro de los 10 días siguientes a la publicación. 
9. El servicio se adjudicará por un término no mayor de cinco (5) 
años. En el término autorizado la autoridad de transporte competente 
evaluará la prestación del servicio de conformidad con lo establecido 
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en el artículo 25 de este Decreto y decidirá si la empresa continúa o 
no con la prestación del servicio autorizado. 
10. Si el adjudicatario no entra a prestar el servicio dentro del plazo 
señalado en el acto correspondiente, la autoridad competente hará 
efectivo el valor de la garantía constituida para responder por la 
seriedad de la propuesta. En este evento la autoridad de transporte 
podrá otorgar el permiso al proponente calificado en segundo lugar, 
siempre y cuando su propuesta sea igualmente favorable para la 
prestación del servicio. 
PARÁGRAFO 1o. Los estudios técnicos que sobre disponibilidad de 
rutas y frecuencias de servicio efectúen las autoridades 
metropolitanas, distritales y/o municipales de transporte deberán ser 
remitidos al Ministerio de Transporte una vez culmine el 
procedimiento de adjudicación. 
PARÁGRAFO 2o. En ciudades de más de 200.000 habitantes, la 
Autoridad de Transporte Competente podrá establecer factores de 
calificación diferentes o adicionales a los establecidos y reglamentar 
los términos de calidad y excelencia que debe alcanzar la empresa 
para hacerse acreedora a la prorroga establecida en el artículo 25 del 
presente decreto. 
Lo anterior sin perjuicio de los lineamientos que para el efecto fije la 
Comisión de Regulación del Transporte. 
 
El decreto de manera especial regula igualmente las condiciones bajo las cuales 
han de desarrollarse las relaciones entre la empresa habilitada y los afiliados a la 
misma, ya que no toda la capacidad transportadora es de propiedad de la 
empresa, sino que por autorización de la misma ley, puede afiliar vehículos de 
propiedad de terceros, pero bajo los parámetros establecidos por el decreto, 
parámetros que indican: 
 
“ARTÍCULO 46. EQUIPOS. Las empresas habilitadas para la 
prestación del servicio público de Transporte Público Colectivo, 
Terrestre Automotor de Pasajeros del radio de acción Metropolitano, 
Distrital y/o Municipal sólo podrán hacerlo con equipos registrados 
para dicho servicio. 
ARTÍCULO 47. VINCULACIÓN. La vinculación de un vehículo a una 
empresa de transporte público es la incorporación de este al parque 
automotor de dicha empresa. Se formaliza con la celebración del 
respectivo contrato entre el propietario del vehículo y la empresa y se 
oficializa con la expedición de la tarjeta de operación por parte de la 
autoridad de transporte competente. 
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ARTÍCULO 48. CONTRATO DE VINCULACIÓN. El contrato de 
vinculación del equipo se regirá por las normas del derecho privado 
debiendo contener como mínimo las obligaciones, derechos y 
prohibiciones de cada una de las partes, causales de terminación y 
preavisos requeridos para ello, así como aquellas condiciones 
especiales que permitan definir la existencia de prórrogas 
automáticas y los mecanismos alternativos de solución de conflictos. 
Igualmente el clausulado del contrato deberá contener en forma 
detallada los items que conformarán los cobros y pagos a que se 
comprometen las partes y su periodicidad. De acuerdo con esta, la 
empresa expedirá al propietario del vehículo un extracto que 
contenga en forma discriminada los rubros y montos cobrados y 
pagados, por cada concepto. 
Cuando el vehículo haya sido adquirido mediante arrendamiento 
financiero-Leasing, el contrato de vinculación lo suscribirá el 
poseedor del vehículo o locatario, previa autorización expresa del 
represente legal de la sociedad de leasing. 
Los vehículos que sean de propiedad de la empresa habilitada, se 
entenderán vinculados a la misma, sin que para ello sea necesaria la 
celebración del contrato de vinculación. 
 
ARTÍCULO 49. DESVINCULACIÓN DE COMÚN ACUERDO. 
Cuando exista acuerdo para la desvinculación del vehículo, la 
empresa y el propietario o poseedor del vehículo, en forma conjunta, 
informarán por escrito a la autoridad competente y esta procederá a 
efectuar el trámite correspondiente desvinculando el vehículo y 
cancelando la respectiva tarjeta de operación. 
 
ARTÍCULO 50. DESVINCULACIÓN ADMINISTRATIVA POR 
SOLICITUD DEL PROPIETARIO. Vencido el contrato de vinculación, 
cuando no exista acuerdo entre las partes para la desvinculación del 
vehículo, el propietario podrá solicitar ante la autoridad de transporte 
competente la desvinculación, invocando alguna de las siguientes 
causales, imputables a la empresa: 
1. El Trato discriminatorio en el plan de rodamiento señalado por la 
empresa. 
2. El Cobro de sumas de dinero por conceptos no pactados en el 
contrato de vinculación. 
3. El no gestionar oportunamente los documentos de transporte, a 
pesar de haber reunido la totalidad de requisitos exigidos en el 
presente decreto. 
PARÁGRAFO. El propietario interesado en la desvinculación de un 
vehículo de una empresa de transporte, no podrá prestar sus 
servicios en otra empresa hasta tanto no le haya sido autorizada. 
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ARTÍCULO 51. DESVINCULACIÓN ADMINISTRATIVA POR 
SOLICITUD DE LA EMPRESA. Vencido el contrato de vinculación, 
cuando no exista acuerdo entre las partes para la desvinculación del 
vehículo, el representante legal de la empresa podrá solicitar a la 
autoridad de transporte competente la desvinculación, invocando 
alguna de las siguientes causales, imputables al propietario del 
vehículo: 
1. No cumplir con el plan de rodamiento registrado por la empresa 
ante la autoridad competente. 
2. No acreditar oportunamente ante la empresa la totalidad de los 
requisitos exigidos en el presente decreto para el trámite de los 
documentos de transporte. 
3. No cancelar oportunamente a la empresa los valores pactados en 
el contrato de vinculación. 
4. Negarse a efectuar el mantenimiento preventivo del vehículo, de 
acuerdo con el plan señalado por la empresa. 
5. No efectuar los aportes obligatorios al fondo de reposición. 
PARÁGRAFO 1o. La empresa a la cual está vinculado el vehículo, 
tiene la obligación de permitir que continúe trabajando en la misma 
forma en que lo venía haciendo hasta que se decida sobre la 
solicitud de desvinculación. 
PARÁGRAFO 2o. Si con la desvinculación solicitada afecta la 
capacidad transportadora mínima exigida a la empresa, ésta tendrá 
un plazo de seis (6) meses improrrogables, contados a partir de la 
ejecutoria de la resolución correspondiente, para suplir esta 
deficiencia en su parque automotor. 
Si en ese plazo no sustituye el vehículo, se procederá a ajustar la 
capacidad transportadora de la empresa, reduciéndola en esta 
unidad. 
 
ARTÍCULO 52. PROCEDIMIENTO. Para efectos de la desvinculación 
administrativa establecida en los artículos anteriores, se deberá 
observar el siguiente procedimiento: 
1. Petición elevada ante la autoridad de transporte competente 
indicando las razones por las cuales se solicita la desvinculación, 
adjuntando copia del contrato de vinculación y las pruebas 
respectivas. 
2. Traslado de la solicitud de desvinculación al representante legal de 
la empresa o al propietario del vehículo, según el caso por el término 
de cinco (5) días para que presente por escrito sus descargos y para 
que presente las pruebas que pretende hacer valer. 
3. Decisión mediante resolución motivada dentro de los quince (15) 
días siguientes. 
La Resolución que ordena la desvinculación del automotor 
reemplazará el paz y salvo que debe expedir la empresa, sin 
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perjuicio de las acciones civiles y comerciales que se desprendan del 
contrato de vinculación. 
 
ARTÍCULO 53. PÉRDIDA, HURTO O DESTRUCCIÓN TOTAL DE 
UN VEHÍCULO. En el evento de pérdida, hurto o destrucción del 
vehículo, su propietario tendrá derecho a remplazarlo por otro, bajo el 
mismo contrato de vinculación dentro del término de un (1) año 
contado a partir de la fecha en que ocurrió el hecho. Si el contrato de 
vinculación vence antes de este término, se entenderá prorrogado 
hasta el cumplimiento del año. 
En el entretanto y para efectos de la capacidad mínima exigida a la 
empresa, no se tendrá en cuenta este vehículo. 
 
ARTÍCULO 54. CAMBIO DE EMPRESA. La empresa a la cual se 
vinculará el vehículo debe acreditar ante la autoridad de transporte 
competente los requisitos establecidos en el artículo 59 del presente 
decreto, adicionando el paz y salvo de la empresa de la cual se 
desvincula o el pronunciamiento de la autoridad administrativa o 
judicial competente. 
La autoridad competente verificará la existencia de disponibilidad de 
la capacidad transportadora de la empresa a la cual se pretende 
vincular el vehículo y expedirá la respectiva tarjeta de operación. 
Tales circunstancias son las que rigen los contratos de vinculación, además de las 
particulares que establezca cada empresa según el tipo, puesto que bajo la 
condiciones de sociedades se establece un tipo de contrato y bajo las figuras 
cooperativas se establecen otros parámetros atendido el criterio de solidaridad 
que rige dichos medios de asociación. 
Así mismo, el decreto 170 de 2011, establece requisitos formales para poder 
desarrollar la actividad a través del parque automotor, requisitos consagrados así: 
ARTÍCULO 55. DEFINICIÓN. La tarjeta de operación es el 
documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar 
el servicio público de transporte de pasajeros bajo la responsabilidad 
de una empresa de transporte, de acuerdo con los servicios 
autorizados. 
 
ARTÍCULO 56. EXPEDICIÓN. La autoridad de transporte 
competente expedirá la tarjeta de operación únicamente a los 
vehículos legalmente vinculados a las empresas de transporte 
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público debidamente habilitadas, de acuerdo con la capacidad 
transportadora fijada a cada una de ellas. 
 
ARTÍCULO 57. VIGENCIA. La tarjeta de operación se expedirá por el 
término de dos (2) años y podrá modificarse o cancelarse si cambian 
las condiciones exigidas a la empresa para el otorgamiento de la 
habilitación. 
 
ARTÍCULO 58. CONTENIDO. La tarjeta de operación contendrá, al 
menos, los siguientes datos: 
1. De la empresa: Razón social o denominación, sede y radio de 
acción. 
2. Del vehículo: Clase, marca, modelo, número de la placa, 
capacidad y tipo de combustible. 
3. Otros: Nivel de servicio, fecha de vencimiento, numeración 
consecutiva y firma de la autoridad que la expide. 
PARÁGRAFO. La tarjeta de operación deberá ajustarse como 
mínimo a la ficha técnica que para el efecto establezca el Ministerio 
de Transporte. 
 
ARTÍCULO 59. REQUISITOS PARA SU OBTENCIÓN O 
RENOVACIÓN. Para obtener o renovar la tarjeta de operación, la 
empresa acreditará ante la autoridad de transporte competente los 
siguientes documentos: 
1. Solicitud suscrita por el representante legal, adjuntando la relación 
de los vehículos, discriminándolos por clase y por nivel de servicio, 
indicando los datos establecidos en el numeral 2 del artículo anterior, 
para cada uno de ellos, como el número de las tarjetas de operación 
anterior. En caso de renovación, duplicado por pérdida, o cambio de 
empresa deberá indicar el número de la tarjeta de operación anterior 
2. Certificación suscrita por el representante legal de la empresa 
sobre la existencia de los contratos de vinculación vigentes de los 
vehículos. 
3. Fotocopia de la licencia de tránsito de los vehículos. 
4. Fotocopia de las pólizas vigentes del Seguro Obligatorio de 
Accidentes de Tránsito, SOAT, de cada uno de los vehículos. 
5. Constancias de la revisión técnico-mecánica vigente, a excepción 
de los vehículos último modelo. 
6. Certificación expedida por la compañía de seguros en la que 
conste que el vehículo está amparado en las pólizas de 
responsabilidad civil contractual y extracontractual de la nueva 
empresa. 
7. Duplicado al carbón de la consignación a favor de la autoridad de 
transporte competente por pago de los derechos que se causen, 
debidamente registrado por la entidad recaudadora. 
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PARÁGRAFO. En caso de duplicado por pérdida, la tarjeta de 
operación que se expida no podrá tener una vigencia superior a la de 
la tarjeta originalmente autorizada. 
 
ARTÍCULO 60. OBLIGACIÓN DE GESTIONARLA. Es obligación de 
las empresas de transporte gestionar las tarjetas de operación de la 
totalidad del parque automotor y entregarlas oportunamente a los 
propietarios, debiendo solicitar su renovación por lo menos con dos 
(2) meses de anticipación a la fecha de vencimiento. 
Gestionada la nueva tarjeta de operación y para su destrucción, el 
representante legal de la empresa deberá devolver las tarjetas de 
operación vencidas dentro de los 3 días siguientes a la fecha de la 
respectiva entrega. 
Las autoridades de transporte competentes deberán implementar los 
mecanismos necesarios para garantizar que la elaboración y entrega 
del documento de operación se efectúe en el término previsto. 
ARTÍCULO 61. OBLIGACIÓN DE PORTARLA. El conductor del 
vehículo deberá portar el original de la tarjeta de operación y 
presentarla a la autoridad competente que la solicite. 
 
ARTÍCULO 62. RETENCIÓN DE LA TARJETA DE OPERACIÓN. Las 
autoridades de tránsito y transporte sólo podrán retener la tarjeta de 
operación en caso de vencimiento de la misma, debiendo remitirla a 
la autoridad que la expidió para efectos de la apertura de la 
investigación correspondiente. 
Así se encuentra establecida la normatividad que regula el transporte 
público de pasajeros en la modalidad de colectivo.  
1.3. REFERENTE NORMATIVO JURISPRUDENCIAL DEL TRANSPORTE 
PÚBLICO Y MASIVO 
De acuerdo con la Ley 105 de 1993 Nivel Nacional  y Reglamentada parcialmente 
por el Decreto Nacional 105 de 1995, Reglamentada por el Decreto Nacional 2263 
de 1995 por medio de la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, 
se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades 
Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras 
disposiciones, en lo que se refiere al ACCESO AL TRANSPORTE: 
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Dice claramente que implica2: 
 
a. Que el usuario pueda transportarse a través del medio y modo que 
escoja en buenas condiciones de acceso, comodidad, calidad y 
seguridad. 
b. Que los usuarios sean informados sobre los medios y modos de 
transporte que le son ofrecidos y las formas de su utilización. 
c. Que las autoridades competentes diseñen y ejecuten políticas 
dirigidas a fomentar el uso de los medios de transporte, 
racionalizando los equipos apropiados de acuerdo con la demanda y 
propendiendo por el uso de medios de transporte masivo. 
d. Que el diseño de la infraestructura de transporte, así como en la 
provisión de los servicios de transporte público de pasajeros, las 
autoridades competentes promuevan el establecimiento de las 
condiciones para su uso por los discapacitados físicos, sensoriales y 
psíquicos. 
 
Ahora bien, en cuanto al tema DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL 
TRANSPORTE, la Ley de 1993 Nivel Nacional y Reglamentada parcialmente por 
el Decreto Nacional 105 de 1995 dice que la operación del transporte público y 
masivo en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 
ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en 
condiciones de calidad, oportunidad y seguridad. 
Excepcionalmente la Nación, las Entidades Territoriales, los Establecimientos 
Públicos y las Empresas Industriales y Comerciales del Estado de cualquier orden, 
podrán prestar el servicio público de transporte, cuando este no sea prestado por 
los particulares, o se presenten prácticas monopolísticas u oligopolísticas que 
afecten los intereses de los usuarios. En todo caso el servicio prestado por las 
entidades públicas estará sometido a las mismas condiciones y regulaciones de 
los particulares. 
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Existirá un servicio básico de Transporte accesible a todos los usuarios. Se 
permitirán de acuerdo con la regulación o normatividad el transporte de lujo, 
turístico y especiales, que no compitan deslealmente con el sistema básico. 
Pero entrando en jurisprudencial, se encuentra que en fallo del  Consejo de 
Estado N° 06345 de 2001, la Sala estima que la potestad impositiva de los entes 
territoriales no es ilimitada. En un Estado Social de Derecho organizado como 
Estado Unitario, ese tipo de facultades "sin limitación alguna", contrarían y 
desvirtúan los principios fundamentales del modelo de organización política que 
adoptó el Constituyente de 1991, en el cual el equilibrio en el ejercicio del poder se 
logra a través del control que ejercen unos respecto de otros, y de la colaboración 
que éstos se brinden mutuamente, para impedir el desbordamiento en el 
cumplimiento de las funciones asignadas a cada uno de ellos, la concentración de 
las mismas, y, principalmente, las consecuencias indeseables del manejo aislado, 
errático y desarticulado de asuntos que simultáneamente son de incumbencia 
nacional y local. No en vano el artículo 1º. de la Constitución Política dispuso que 
el Estado Colombiano  
"... es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista...". Y el inciso final 
del artículo 113 C.P. preceptúa que «los diferentes órganos del 
Estado tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente 
para la realización de sus fines». A ello se agrega el mandato del 
inciso segundo del artículo 288 C.P. a cuyo tenor «Las competencias 
atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme 
a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los 
términos que establezca la ley"3. 
 
Por lo tanto El principio de descentralización que la Constitución Política instituye 
como pilar fundamental del Estado Social de Derecho, que se traduce en la 
 
3
 Consejo de Estado N° 06345 de 2001. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCIÓN PRIMERA Consejero ponente  CAMILO ARCINIEGAS ANDRADE 
Bogotá D.C., ocho (8) de noviembre de dos mil uno (2001) Radicación 11001-03-24-000-2000-6345-
01(6345) 
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autonomía que para la gestión de sus particulares intereses se reconoce a favor 
de las entidades territoriales, debe sujetarse a los límites impuestos por el 
Constituyente en la Carta Política, y a las disposiciones legales, tal como lo 
establece el citado artículo 287 de la C.P.  
"Súmase a lo expuesto que la efectividad de los principios de unidad 
y autonomía, que tienen igual valor constitucional, exige su 
armonización concreta de modo que se preserve el principio unitario 
proclamado en la Constitución Política como pilar fundamental de la 
organización del Estado Colombiano, al tiempo que garantice la 
realización del núcleo esencial de la autonomía de las entidades 
territoriales, asegurándoles su derecho de regular los que se han 
denominado sus propios y particulares intereses. De todo lo anterior 
se colige que, la potestad impositiva de las entidades territoriales no 
se erige en un poder ilimitado".  
 
Ello significa que no se opone a la Constitución Política, sino al contrario, se 
acompasa a sus mandatos, que al ejercer dicha atribución las autoridades locales 
deban conformarse a los lineamientos de política general que para el sector haya 
formulado el Ministro del ramo en virtud de lo preceptuado por el artículo 208 de la 
C.P.  
Pero debe tenerse en cuenta que en lo que respecta a LAS RUTAS PARA EL 
SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS, la  Ley 105 de 1993 
Nivel Nacional  y Reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 105 de 
1995, expresa claramente que debe entenderse por ruta para el servicio público 
de transporte el trayecto comprendido entre un origen y un destino, con un 
recorrido determinado y unas características en cuanto a horarios, frecuencias y 
demás aspectos operativos. 
El otorgamiento de permisos o contratos de concesión a operadores de transporte 
público a particulares no genera derechos especiales, diferentes a los estipulados 
en dichos contratos o permisos. 

El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Transporte o sus organismos 
adscritos, establecerá las condiciones para el otorgamiento de rutas para cada 
modo de transporte, teniendo en cuenta los estudios técnicos que se elaboren con 
énfasis en las características de la demanda y la oferta4.  
En lo referente a la libertad de empresa en el transporte público, se afirma que 
para la constitución de empresas o de formas asociativas de transporte no se 
podrán exigir otros requisitos que los establecidos en las normas legales y en los 
reglamentos respectivos. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para acceder a la prestación del 
servicio público, las empresas, formas asociativas de transporte y de economía 
solidaria deberán estar habilitadas por el Estado. Para asumir esa responsabilidad, 
acreditarán condiciones que demuestren capacidad técnica, operativa, financiera, 
de seguridad y procedencia del capital aportado. 
Las autoridades sólo podrán aplicar las restricciones a la iniciativa privada 
establecidas en la Ley, que tiendan a evitar la competencia desleal, el abuso que 
personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado, para 
garantizar la eficiencia del sistema y el principio de seguridad. 
El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Transporte o sus organismos 
adscritos reglamentará las condiciones de carácter técnico u operativo para la 
prestación del servicio, con base en estudios de demanda potencial y capacidad 
transportadora5.  
 
 
4
 Declarada inexequible Sentencia C 66 de 1999 Corte Constitucional. 
5
 Declarado exequible Inciso 4, numeral 6 artículo 3 Sentencia C 66 de 1999 Corte Constitucional. 
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Pero debe tenerse en cuenta que sobre los PERMISOS O CONTRATOS DE 
CONCESIÓN la Ley 105 de 1993 Nivel Nacional  y Reglamentada parcialmente 
por el Decreto Nacional 105 de 1995 expresa: 
 
"Sin perjuicio de lo previsto en tratados, acuerdos o convenios de 
carácter internacional, la prestación del servicio de transporte público 
estará sujeta a la expedición de un permiso o contrato de concesión 
u operación por parte de la autoridad competente. 
Quien cumpla con las exigencias que al respecto se establezcan, 
tendrá derecho a ese permiso o contrato de concesión u operación. 
Quedan incluidos dentro de este literal los servicios de transportes 
especiales.  
Si se tiene en cuenta la naturaleza del transporte y los distintos 
fundamentos constitucionales de la regulación estatal en este campo, 
es preciso hacer referencia a la sentencia C-66 febrero 9 de 1999. 
Corte Constitucional. Magistrados Ponentes doctor Fabio Morón Díaz 
y doctor Alfredo Beltrán Sierra, en la cual se aprecia: 
En términos muy esquemáticos, el transporte consiste en la 
movilización de personas o de cosas de un lugar a otro, por distintos 
medios o modos, como pueden ser el transporte aéreo, terrestre, 
fluvial, férreo, etc. Esa movilización puede ser directamente realizada 
por el interesado, o por el contrario éste puede recurrir a personas o 
entidades que están dedicadas a prestar esos servicios. A su vez, 
estas empresas especializadas pueden ofrecer ese servicio de 
manera puntual a un usuario específico, o por el contrario brindarlo 
en forma masiva a la colectividad, por medio de sistemas de 
transporte público. El transporte es entonces una actividad material 
que a veces realizan las propias personas, como ocurre cuando un 
individuo desplaza directamente sus pertenencias de un lugar a otro. 
Pero no es sólo eso: el transporte es también un servicio comercial 
prestado por ciertas entidades especializadas y adquiere el carácter 
de servicio público en el caso de los transportes masivos. Es pues 
posible diferenciar, como lo señala la doctrina y lo establecen los 
artículos 4 y ss de la Ley 336 de 1996, entre la actividad 
transportadora como tal, el servicio privado de transporte, que 
satisface las necesidades de movilización de personas y de cosas, 
pero dentro del marco de las actividades exclusivas de los 
particulares, y, finalmente, el servicio público del transporte"6. 
 
6
 Sentencia C-66 febrero 9 de 1999. Corte Constitucional. Magistrados Ponentes doctor Fabio Morón Díaz y 
doctor Alfredo Beltrán Sierra. Tema: Normas Acusadas Artículos 3, numeral 5 y 6 (parciales); 6 parágrafos 1, 
2 y 3 (parcial) de la Ley 105 de 1993, y contra los artículos 11, 12, 59, 60, 86 (parciales) y, 89 (parcial) de la 
Ley 336 de 1996. 
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De otro lado, es claro que el transporte juega un papel muy importante en el 
desarrollo social y económico y en la realización de los derechos fundamentales. 
Así, la libertad de movimiento y circulación (C.P. art. 24, Convención 
Interamericana art. 22, Pacto de Derechos Civiles y Políticos art. 12) presupone la 
existencia de formas y modos de transporte, pues mal podrían las personas 
transitar libremente por el territorio nacional, si la sociedad no les ofrece los 
medios para hacerlo. En segundo término, la realización de las actividades 
económicas y el intercambio de mercancías sólo son posibles si existen medios 
idóneos de transporte, que permitan que los sujetos económicos y los distintos 
bienes puedan desplazarse de un lugar a otro. La profundización de la división 
social del trabajo y el desarrollo de una libre competencia presuponen entonces el 
perfeccionamiento de los medios de transporte. Finalmente, en la sociedad 
moderna, la actividad transportadora implica en general riesgos importantes, por 
cuanto los adelantos técnicos permiten que éstos se realicen a velocidades 
importantes, por lo cual resulta indispensable no sólo potenciar la eficacia de los 
modos de transporte sino garantizar su seguridad 
Por lo que hace al artículo 12 de la Ley 336 de 1996, se observa por la Corte que 
el legislador fijó aspectos que deberán ser tenidos en cuenta para que por el 
ejecutivo se determinen las condiciones mínimas para que pueda ser expedida por 
la autoridad competente en cada modo de transporte la autorización para la 
prestación del servicio público, tales como la estructura administrativa y directiva 
de las empresas, los sistemas de selección de los operadores del transporte, la 
disponibilidad de instalaciones adecuadas para ello, la preparación especializada 
de quienes tengan a su cargo la dirección y operación de las empresas y los 
avances técnicos-científicos que puedan ser útiles para la mejor prestación del 
servicio, nada de lo cual quebranta normas constitucionales. 
En cuanto a los sistemas masivos de transporte público, se han generado 
controversias que la jurisprudencia ha resuelto, como es el caso de la sentencia  
En la que se expresa: 

 
"Afirma que la noción de bienes de uso público está ligada a la 
destinación de los mismos, es decir a que tengan como objetivo el 
uso general de la colectividad. Aclara que el uso común de un bien 
implica que todas las personas tengan derecho a acceder a él, lo que 
no se contrapone con la adopción de medidas que garanticen un 
mejor disfrute, uso o goce del mismo, a efectos de que sean 
compartidos de forma adecuada y racional. En consecuencia, el 
establecimiento de carriles exclusivos que faciliten la circulación 
vehicular para el transporte público, lejos de contrariar el artículo 82 
superior, contribuye a su efectividad"7. 
 
En ese sentido, advierte que los vehículos que transportan personas en forma 
masiva son considerablemente más grandes que los de servicio particular o 
público individual, lo que implica de suyo la necesidad de circular por un lugar 
determinado de la vía para no obstaculizar a los demás vehículos y ofrecer las 
debidas garantías de seguridad a los usuarios.  
Advierte así mismo que por tratarse de un servicio público, el servicio de 
transporte puede ser prestado directamente por el Estado o a través de los 
particulares, mediante el sistema de concesión. 
De otra parte señala las autoridades de tránsito deben contar con la facultad de 
restringir la circulación en las vías y demás espacios públicos para garantizar la 
movilización de los habitantes en condiciones de seguridad y comodidad. Afirma 
que contrariaría los principios de la función administrativa el hecho de que la ley 
769 de 2002 hubiera previsto que estas determinaciones se adoptaran en cada 
caso previa autorización de los Concejos Municipales. 
De igual manera se evidencia en la Sentencia C-539/95 en la que se analizó la 
constitucionalidad de los artículos 1° y 13 de la ley 86 de 1989. "por la cual se 
 
7
 SENTENCIA C-568/03 Referencia: expediente D-4345 Demanda de inconstitucionalidad contra los 
artículos 2º y 119 parciales y el parágrafo 3º del artículo 6º de la Ley 769 de 2002  Magistrado Ponente Dr. 
ALVARO TAFUR GALVIS. Bogotá D.C., quince (15) de julio de dos mil tres (2003). 
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dictan normas sobre sistemas de servicio público urbano de transporte masivo de 
pasajeros y se proveen recursos para su financiamiento". 
Dijo la Corte: 
"El legislador, en ejercicio de su competencia reguladora, materializa 
la unidad político-jurídica a través del establecimiento de normas en 
las cuales se plasman las grandes orientaciones, directrices y 
políticas generales, aplicables en todo el territorio nacional, que han 
de regir los servicios públicos. 
Dicha competencia se fundamenta en el carácter de república 
unitaria que tiene el Estado Colombiano, y en las atribuciones del 
Congreso para "expedir las leyes que regirán el ejercicio de las 
funciones públicas y la prestación de los servicios públicos", con 
arreglo a los principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad y sin perjuicio de las competencias que les 
corresponden de manera privativa a los distintos niveles territoriales 
(arts. 1o, 150-23 y 288 inciso 2o de la C.P.). 
Lo atinente a la afirmación de la competencia del legislador para 
señalar el marco general o las bases fundamentales, que deben 
orientar la organización, funcionamiento y prestación de los servicios 
públicos, se percibe de la normatividad contenida en el capítulo 5 del 
título XII de la Constitución, referente a la finalidad social del Estado 
y de los servicios públicos, la cual prescribe una reserva legal en 
todo lo atinente al señalamiento de las reglas generales atingentes a 
la organización, funcionamiento, administración, control, inspección y 
vigilancia de la prestación de los servicios públicos (arts. 365 a 370 
de la C.P.)"8. 
 
De lo dicho se infiere necesariamente, que es competencia exclusiva del legislador 
la creación de la normatividad contentiva de las reglas generales que han de 
regular lo concerniente a los servicios de los sistemas de transporte masivo de 
pasajeros. Sin embargo, por la circunstancia de que el legislador señale las 
directrices de la política sobre dichos sistemas y la manera de financiarlos, no se 
puede predicar el desconocimiento de las facultades de que gozan las instancias 
regionales y locales para la gestión autonómica de sus propios intereses, dentro 
 
8
 Sentencia C-539/95 M.P. Antonio Barrera Carbonnell 
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del ámbito de la competencia que les es propia en materia de servicios públicos, 
pues se trata de niveles de competencia que tienen campos propios y específicos 
de operación que no se interfieren, sino que se complementan, con arreglo a los 
principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad.  
Para un mejor entendimiento, también se puede indagar al respecto la Sentencia 
C-066/99 M.P. Fabio Morón Díaz y Alfredo Beltrán Sierra. Sentencia en la que se 
declaró la inexequibilidad del artículo 86 de la Ley 336 de 1996 disponía que el 
Ministerio de Transporte "constituirá la Autoridad Única de transporte para la 
Administración del Sistema de Transporte Masivo de acuerdo con los criterios de 
coordinación institucional y la articulación de los diferentes modos de transporte". 
La Corte, en el examen de constitucionalidad de esta norma, recordó que el 
artículo 300, numeral 2 de la Carta Política, entre otras funciones asigna a las 
Asambleas Departamentales la de expedir disposiciones relacionadas con "el 
transporte", lo que significa, entonces, que no puede ser el Ministerio de 
Transporte la autoridad "única" de que hablaba la norma impugnada, razón por la 
cual fue declarada inexequible. 
 
 
 

CAPITULO II 
FORMAS DE VINCULACIÓN DE LOS PROPIETARIOS EN EL TRANSPORTE 
URBANO COLECTIVO. 
De conformidad con lo establecido en el Decreto 170 del año 2001, mediante el 
cual fue regulado de modo específico el transporte urbano colectivo de pasajeros, 
norma que estableció la manera y condiciones bajo las cuales deberían vincularse 
los vehículos aptos para la prestación del servicio de transporte urbano colectivo a 
la empresa habilitada bajo dicha modalidad.  
El decreto aludido, no solo estableció la forma de vinculación o afiliación de los 
vehículos a las empresas, sino que también determino como podrían ser 
desvinculados, estableciendo para el efecto condiciones cuando existe mutuo 
acuerdo o cuando no existe mutuo acuerdo, otorgando dicha posibilidad no solo al 
vinculante y al vinculado, o sea empresa y propietario del equipo automotor.  
El decreto 170 de 2001, estableció: 
“CAPÍTULO VII 
Vinculación y desvinculación de equipos 
ARTICULO 46.-Equipos. Las empresas habilitadas para la prestación 
del servicio público de transporte público colectivo, terrestre 
automotor de pasajeros del radio de acción metropolitano, distrital y/o 
municipal sólo podrán hacerlo con equipos registrados para dicho 
servicio. 
ARTICULO 47.-Vinculación. La vinculación de un vehículo a una 
empresa de transporte público es la incorporación de este al parque 
automotor de dicha empresa. Se formaliza con la celebración del 
respectivo contrato entre el propietario del vehículo y la empresa y se 
oficializa con la expedición de la tarjeta de operación por parte de la 
autoridad de transporte competente. 
ARTICULO 48.-Contrato de vinculación. El contrato de vinculación 
del equipo se regirá por las normas del derecho privado debiendo 

contener como mínimo las obligaciones, derechos y prohibiciones de 
cada una de las partes, causales de terminación y preavisos 
requeridos para ello, así como aquellas condiciones especiales que 
permitan definir la existencia de prórrogas automáticas y los 
mecanismos alternativos de solución de conflictos. 
Igualmente el clausulado del contrato deberá contener en forma 
detallada los ítems que conformarán los cobros y pagos a que se 
comprometen las partes y su periodicidad. De acuerdo con esta, la 
empresa expedirá al propietario del vehículo un extracto que 
contenga en forma discriminada los rubros y montos cobrados y 
pagados, por cada concepto. 
Cuando el vehículo haya sido adquirido mediante arrendamiento 
financiero-leasing, el contrato de vinculación lo suscribirá el poseedor 
del vehículo o locatario, previa autorización expresa del represente 
legal de la sociedad de leasing. 
Los vehículos que sean de propiedad de la empresa habilitada, se 
entenderán vinculados a la misma, sin que para ello sea necesario la 
celebración del contrato de vinculación”. 
Dentro de los aspectos de orden privado y no regulados por el decreto, se 
encuentran los siguientes que de manera general son pactados por las partes en 
los contratos de vinculación y que a manera de ejemplo se establecen9: 

“CONTRATO DE VINCULACION DE UN EQUIPO DE TRANSPORTE 
 
Entre los suscritos, de una parte, ________________,  mayor de edad, domiciliado y 
residente en ________, quien obra como representante legal de la 
_______________________, con domicilio principal en la ciudad de ___________, 
entidad ____ ánimo de lucro que aquí se denominará la Empresa o Vinculante y de 
otra parte _________________________, también mayor(es) de edad, vecino(s) de  
Pereira, domiciliado(s) en ______, con la cédula de ciudadanía No. ___________ 
expedida en _______quién(es) obra(n) en su nombre propio y representación y quién 
aquí se denominará(n) VINCULADO(S), se ha celebrado el contrato de vinculación de 
un vehículo y/o equipo de transporte público, que se rige por las siguientes cláusulas:  
1.  OBJETO Y DESTINO: El equipo  que se vincula a la _________________, se 
encuentra en optimo estado y normal funcionamiento, libre de acción real, pleitos 
pendientes, embargos judiciales, condiciones resolutorias, limitaciones del dominio y 
en general, de cualquier otro gravámen; para su administración compartida y la 
empresa lo vincula en la forma anotada para prestar el servicio público de transporte 
terrestre colectivo metropolitano y/o municipal de pasajeros en los términos de la ley 
 
9Contrato de vinculación de empresa de Transporte (Autor. Felipe Alejandro Guerrero Ramirez). 
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336 de 1996 y el Decreto 170 de 2001 de las siguientes características: Clase: 
_______/ Marca: _________ / Placa ________ Modelo:_____/ Capacidad: __  
pasajeros / CHASIS: __________ Motor: _____.  No interno _______/ 2.  TERMINO: El 
término de duración de éste contrato, es de dos (2) años contados a partir de la fecha 
que se inicie su ejecución, salvo en el evento que la empresa se vea abocada con 
anterioridad a su disolución y liquidación, de acuerdo con los estatutos. 3. CAUSALES 
DE TERMINACIÓN: Son causales de terminación del presente contrato: A. Expiración 
del termino pactado. B.  El incumplimiento de alguna o algunas de las obligaciones 
adquiridas por las partes,  C.  El incurrir en alguna de las prohibiciones impuestas a las 
partes ya sea por el presente contrato o la ley,  D.  El incumplimiento de las 
obligaciones fijadas por los estatutos de la empresa o las decisiones de los órganos de 
administración de la entidad,  E.  La muerte real o presunta del vinculado o la 
disolución y liquidación de la vinculante,  F.  La exclusión en firme del vinculado o uno 
de los vinculados como asociado de la empresa sin que se requiera decisión judicial de 
terminación del contrato. G. Por declaración administrativa, amigable composición, 
arbitral o judicial en firme o  Mutuo acuerdo de las partes. 4. DESVINCULACION: Es el 
acto administrativo por el cual la autoridad competente desvincula el equipo de 
transporte y cancela la respectiva tarjeta de operación.   5.  DESVINCULACIÓN DE 
COMÚN ACUERDO: Cuando exista acuerdo para la terminación del contrato y la 
consecuente desvinculación, la empresa y el vinculado, en forma conjunta, informarán 
por escrito a la autoridad competente y esta procederá a efectuar el trámite 
correspondiente desvinculando el vehículo y cancelando la respectiva tarjeta de 
operación.  6. DESVINCULACIÓN ADMINISTRATIVA POR SOLICITUD DEL 
PROPIETARIO: Vencido el contrato de vinculación, cuando no exista acuerdo entre las 
partes para la desvinculación del vehículo, el propietario podrá solicitar ante la 
autoridad de transporte competente la desvinculación, invocando alguna de las 
siguientes causales, imputables a la empresa: A.  El trato discriminatorio en el plan de 
rodamiento señalado por la empresa.  B.  El cobro de sumas de dinero por conceptos 
no pactados en el contrato de vinculación. C. El no gestionar oportunamente los 
documentos de transporte, a pesar de haber reunido la totalidad de requisitos exigidos 
en el decreto 170 de 2001 o las normas que lo modifiquen o deroguen.  7.  
DESVINCULACIÓN ADMINISTRATIVA POR SOLICITUD DE LA EMPRESA: Vencido 
el contrato de vinculación, cuando no exista acuerdo entre las partes para la 
desvinculación del equipo de transporte, el representante legal de la empresa podrá 
solicitar a la autoridad competente de transporte competente la desvinculación, 
invocando alguna de las siguientes causales, imputables al propietario del vehículo: A.  
No cumplir con el plan de rodamiento registrado por la empresa ante la autoridad 
competente.  B.  No acreditar oportunamente ante la empresa la totalidad de los 
requisitos exigidos en el decreto 170 de 2001 o norma complementaria o modificatoria.  
C.  No cancelar oportunamente a la empresa los valores pactados en el contrato de 
vinculación,  D. Negarse a efectuar el mantenimiento preventivo del vehículo, de 
acuerdo con el plan señalado en la empresa. E. No efectuar los aportes obligatorios al 
fondo de reposición. 8. MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 
CONFLICTOS: Los hechos diferentes a los anteriormente establecidos como causales 
de desvinculación administrativa y por los cuales se presenten controversias o 
diferencias relativas a este contrato, a su ejecución y liquidación, que no sean objeto 
de procedimientos disciplinarios según los Estatutos de la empresa, se resolverán 
recurriendo a los mecanismos alternativos de solución de conflictos, así: PARÁGRAFO 
PRIMERO - CONCILIACIÓN: Cualquiera de las partes, sin importar la cuantía, deberá 
recurrir a la conciliación solicitada ante el Centro de Arbitraje y Conciliación de 
ASEMTUR, el cual se ceñirá a lo reglamentado por la ley vigente al momento de la 
solicitud; los gastos serán asumidos por la parte solicitante. PARÁGRAFO SEGUNDO 
– AMIGABLE COMPOSICIÓN:Aquellas situaciones en las cuales no hubiere 
prosperado la conciliación y cuya cuantía no supere los doscientos (200) salarios 
	
mínimos legales mensuales se someterá a la amigable composición, así: a). Tendrá 
una duración de tres (3) meses, prorrogables una sola vez por el mismo término 
ampliado de común acuerdo por las partes, b). Si la cuantía no supera los cien (100) 
salarios mínimos legales mensuales se nombrará un amigable componedor, si fuere 
igual o superior a esta cuantía se designarán tres (3) amigables componedores; los 
cuales serán nombrados por el Director del Centro de Arbitraje y Conciliación de 
ASEMTUR, c). La decisión de los amigables componedores, total o parcial, se elevará 
a acta de conciliación, d). La decisión será en derecho y los amigables componedores 
podrán recepcionar o practicar medios probatorios, e). Los gastos de la amigable 
composición serán sufragados por las partes en proporciones iguales de conformidad 
con las tarifas del Centro de Arbitraje y Conciliación y se generaran solo en el caso de 
proferir decisión de fondo de manera total o proporcionalmente a la solución parcial 
dada y para ello los honorarios se consignarán ante el Centro de Arbitraje y 
Conciliación para que éste los entregue a los amigables componedores en un 50% 
para iniciarse el trámite y el saldo final al proferirse la solución, f). Si los amigables 
componedores no dieren solución al conflicto deberán reintegrar los honorarios 
anticipados o la diferencia resultante en relación proporcional con la solución parcial 
dada, en cuyo caso, operará el reembolso o ajuste, según el caso, g). Los amigables 
componedores se reunirán y recepcionaran pruebas en las instalaciones del Centro de 
Arbitraje y Conciliación. PARÁGRAFO TERCERO – ARBITRAJE: Si la cuantía 
excediere de los doscientos (200) salarios mínimos mensuales, la controversia se 
someterá al arbitraje, así: a). El tribunal estará integrado por tres (3) árbitros; 
designados por el director del Centro de Arbitraje y Conciliación de ASEMTUR, b). El 
arbitraje se ceñirá a la normatividad vigente del arbitraje legal, c). La organización 
interna del tribunal se sujetará a las reglas previstas para el efecto por el Centro de 
Arbitraje y Conciliación, d). El Tribunal decidirá en derecho, e). El Tribunal funcionará 
en Pereira en el Centro de Arbitraje y Conciliación de ASEMTUR, PARÁGRAFO 
CUARTO – DEL CENTRO DE ARBITRAJE Y CONCILIACIÓN: El Centro de Arbitraje 
y Conciliación competente será el de la Asociación de Empresas de Transporte Urbano 
del Área Metropolitana Centro Occidente “ASEMTUR” siempre y cuando cuente con la 
autorización y aprobación de la autoridad competente, y por lo tanto mientras dicho 
centro no pueda prestar sus servicios se recurrirá al Centro de Arbitraje y Conciliación 
de la Cámara de Comercio de Pereira. 9.  ADMINISTRACION COMPARTIDA: La 
vinculante se compromete a ejercer la administración compartida del equipo de 
transporte vinculado de acuerdo a lo pactado en el presente contrato, las normas 
emanadas de las entidades oficiales correspondientes vigentes y las que se dicten 
posteriormente, precisando que la administración compartida, se refiere al sistema 
operativo, es decir, suministro de turnos, trabajo y operación dentro de las rutas 
asignadas a la vinculante, y la contratación del operario encargado de la conducción 
del vehículo, previa designación del candidato hecha por el vinculado y visto bueno del 
gerente de la empresa una vez comprobado que el conductor reúne los requisitos 
exigidos por la autoridad competente para la conducción de ésta clase de vehículos y 
las disposiciones internas de la EMPRESA sobre selección de personal. 10. 
RECAUDO DE LA PRODUCCIÓN: Queda a opción de la empresa, y así lo acepta el 
vinculado, permitir que ésta perciba diariamente, en forma total o parcial los producidos 
del mismo y el operario del equipo será el directo y único responsable de éstos valores, 
es decir del recaudo diario de los dineros productos del transporte. 11. 
OBLIGACIONES DEL VINCULADO: El vinculado (s) adquiere la siguientes 
obligaciones: A.  Co-administrar su vehículo, manteniéndolo en perfecto estado de 
funcionamiento y presentación, necesarios para la prestación de un buen servicio, 
comodidad y seguridad al usuario del servicio y la vía.  B.  Mantener su vehículo con 
los colores y distintivos identificables, además, deberá mantenerlos estética y 
armónicamente diseñados y ubicados según las disposiciones de la empresa e 
instalarle los distintivos oficiales que esta le provea o que la autoridad determine.  C.  
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Permitir la inspección periódica del equipo de transporte por parte de la vinculante y 
someterse a las sanciones previstas por la falta  de mantenimiento y presentación 
adecuados.  D.  Permitir que la VINCULANTE utilice zonas interiores o exteriores del 
vehículo con mensajes institucionales o comerciales. E. Efectuar el mantenimiento 
preventivo del vehículo, de acuerdo con el plan señalado por la empresa. F. Asumir los 
impuestos, multas, reparaciones y demás gastos necesarios para el funcionamiento 
físico y moral. G. Efectuar los aportes obligatorios a los fondos de reposición, 
responsabilidad por actividad transportadora, de solidaridad, Fondo de Transformación 
empresarial y todas aquellas obligaciones impuestas en los Estatutos de la EMPRESA 
o los reglamentos expedidos por sus órganos de administración. Para tal efecto acepta 
conocerlas en su integridad toda vez que la empresa le ha hecho entrega de la carta 
de navegación de la EMPRESA, ya sea con anterioridad a este nuevo contrato o la 
firma del primer contrato.  H. Suministrar por su cuenta los combustibles, lubricantes, 
servicio de mantenimiento y demás insumos necesarios para el perfecto estado de 
funcionamiento, rodamiento y conservación del equipo de transporte; utilizando para 
ello los servicios de la vinculante, I. Comunicar a la vinculante todo hecho o 
circunstancia que afecte al equipo de transporte, como: colisiones, embargos, multas, 
sanciones, acciones laborales, etc., así como cualquier hecho que afecte al equipo de 
transporte. J. Cuando el vehículo salga a mantenimiento o reparación el contratista 
debe reportar la información a la empresa.   K.  Cumplir con el plan de rodamiento de la 
empresa y mantener el vehículo a disposición de ella para que se cumplan las rutas y 
horarios que se le asignen, respetando los turnos, sanciones y programación en 
general de la vinculante,  L.  Pagar oportunamente los conceptos económicos 
detallados en la cláusula # 21 de este contrato y todas aquellas sumas que la 
vinculante pague o se vea obligada a pagar por concepto de responsabilidad civil, 
laboral o fiscal.  M.  Pagar los seguros obligatorios y los exigidos por la vinculante.  N.  
Acatar los Estatutos y reglamentos expedidos por la VINCULANTE. O. Cumplir todos 
los requisitos exigidos por las autoridades o la VINCULANTE, para la expedición de los 
documentos necesarios para el cumplimiento del presente contrato.  P. Acreditar 
oportunamente ante la empresa la totalidad de requisitos exigidos en el Decreto 170 de 
2001, los que lo modifiquen o deroguen para él tramite de los documentos de 
transporte requeridos para la prestación del servicio.  Q.  EL VINCULADO (S) se 
compromete a cancelar diariamente lo correspondiente a los costos de prestaciones y 
seguridad social de los conductores designados para su vehículo. R. Todas las demás 
obligaciones que los Estatutos o los órganos de administración impongan a los 
asociados de la vinculante.  S.  El VINCULADO, se obliga para con esta a no enajenar 
en todo o en parte el vehículo ya singularizado, como tampoco a constituir prenda 
sobre el mismo mientras esté vigente el presente contrato, sin autorización expresa de 
la vinculante, según el reglamento de la bolsa de vehículos que para el efecto se 
expida.  12.  PROHIBICIONES AL VINCULADO: El (los) VINCULADO(S) acepta (n) 
que le (s) está prohibido: A. Destinar el vehículo a actividades diferentes a las 
autorizadas por la autoridad de transporte a la VINCULANTE.  B.  Ceder, transferir o 
gravar el presente contrato sin la autorización previa y expresa de la VINCULANTE.  C.  
Exigir a la VINCULANTE suma alguna o prima por los derechos de este contrato en 
caso de desvinculación voluntaria, administrativa o judicial.  D.  Prestar el servicio de 
transporte sin tarjeta de operación o con ésta vencida.  E.  Alterar la capacidad del 
vehículo determinada en la tarjeta de operación.  F.  Retirar el vehículo de la empresa 
con el fin de destinarlo al servicio particular o vincularlo a otra empresa, antes del 
vencimiento del periodo inicial o las prórrogas del presente contrato. En caso de 
hacerlo deberá pagar la sanción penal establecida en la cláusula 25, sin perjuicio de 
que la VINCULANTE decida terminar el contrato, salvo que el VINCULADO reponga el 
vehículo que se destinó a servicio particular, por uno nuevo, caso en el cual deberá (n) 
suscribir nuevo contrato.  G. Intervenir directamente ante el conductor, en la prestación 
del servicio y la relación laboral entre la VINCULANTE y este.  H.  Prestar sus servicios 
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de transporte con el equipo vinculado en otra empresa hasta tanto no le haya sido 
autorizado.  13. OBLIGACIONES DE LA VINCULANTE:Por su parte la empresa se 
obliga: A.  Mantener en operación el vehículo en administración compartida, previa 
vinculación, en servicio dentro de las rutas que la Autoridad Administrativa 
Gubernamental correspondiente le haya señalado o señale posteriormente, acorde con 
los itinerarios y horarios oficialmente aprobados, y las necesidades del servicio 
utilizando la denominación, colores, distintivos oficiales y numero interno de ella.  B.  
Hacer las gestiones necesarias para la expedición de la tarjeta de operación del 
vehículo.  C.  Suministrar al VINCULADO los distintivos oficiales que se deberán 
instalar en el vehículo con cargo a éste. 14. PROHIBICIONES A LA VINCULANTE: Le 
es expresamente prohibido a la vinculante: A. Dar trato discriminatorio en el plan de 
rodamiento señalado por la empresa.  B.  Cobrar sumas de dinero por conceptos no 
pactados en el presente contrato o aceptados expresamente por los vinculados. 
PARÁGRAFO.- No obstante lo anterior, el vinculado acepta, que por efecto del cambio 
del presente contrato que se hace en consideración al ajuste y 
modificacionesordenadas por el Decreto 170/2001; en este instrumento quedan 
incluidas todas las obligaciones o responsabilidades generadas con antelación a la 
celebración de este nuevo contrato y por lo tanto la vinculante podrá ejercer todas las 
acciones y derechos que otorga este contrato y el anterior para hacer exigible las 
obligaciones pendientes y en especial las indemnizaciones o condenas que tuviere que 
reconocer a favor de terceros por la responsabilidad solidaria declarada entre los 
contratantes y en especial exigir al vinculado el reembolso de hasta el 100 % de las 
sumas que tuviere que asumir la vinculante por daños causados a terceros con los 
equipos que con antelación a este contrato hubieren estado vinculados a la empresa, 
igualmente, la vinculante no expedirá paz y salvo mientras esté pendiente acción 
judicial o sea inminente la misma, en relación con daños causados por los equipos de 
transporte del vinculado y que puedan afectar el patrimonio de la vinculante.  15.  
DESPACHO, NEGATIVA Y SUSPENSIÓN: La vinculante se abstendrá de dar 
despacho a ruta del Equipo de Transporte que no reúna las condiciones mínimas de 
seguridad, limpieza y buena presentación, o incumplimiento de cualesquiera de las 
obligaciones contractuales establecidas en el presente contrato o por orden de la 
autoridad administrativa o judicial competente, y en consecuencia le será suspendido el 
despacho o tránsito. 16. SEGUROS: De acuerdo con las leyes el vinculado se obliga a 
mantener vigentes los seguros que exigiere la ley o la empresa para garantizar las 
indemnizaciones por perjuicios a que pudiere dar lugar un siniestro o accidente de 
tránsito en todas sus modalidades de responsabilidad civil contractual o 
extracontractual. En los casos de accidente de tránsito, el vinculado informará 
inmediatamente a la empresa y éste a la vez lo hará oportunamente por escrito a la 
compañía aseguradora. 17. REEMBOLSO: El VINCULADO, responderá a la empresa 
por todas las indemnizaciones y gastos y costos que le ocasione a la empresa, 
originados en cualquier proceso, relacionado con algún accidente de tránsito en el cual 
haya participado o causado su equipo de transporte o responsabilidad laboral o fiscal a 
que haya dado origen.  PARÁGRAFO PRIMERO: El vinculado reconocerá a la 
empresa las sumas que según los reglamentos vigentes a la época del accidente deba 
reembolsar a la empresa o  los fondos afectados por las indemnizaciones y costos que 
se hayan tenido que sumir por la empresa hasta las proporciones en ellos establecidas 
y por lo tanto la empresa podrá negar la expedición de paz y salvos hasta tanto no se 
hayan reembolsado dichos valores e igualmente podrá iniciar las acciones judiciales 
pertinentes para lograr el reembolso, además, el vinculado autoriza a la empresa para 
que de las acreencias o derechos que existan a su favor se descuente el reembolso 
pendiente hasta concurrencia del mismo.  PARÁGRAFO SEGUNDO: El no pago del 
reembolso autoriza a la empresa para solicitar a la autoridad administrativa la 
desvinculación del equipo de transporte ya que será causal de terminación de este 
contrato de manera unilateral por parte de la empresa.   18.  VINCULADO – 
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OPERARIO: El VINCULADO que desee conducir su vehículo personalmente lo 
comunicará a la empresa, quien lo aceptará siempre y cuando reúna  los requisitos 
exigidos por la autoridad competente y los demás previstos sobre la materia en este 
contrato, debiendo además tener vinculación laboral directa con la empresa y cumplir 
con los reglamentos y disposiciones de carácter legal y administrativo interno que la 
rigen.  19.  ANOMALIAS LABORALES DEL OPERARIO: El vinculado informará 
oportunamente a la empresa las anomalías en que incurra el conductor que den 
fundamento a la terminación del contrato de trabajo u otra sanción con el fin de 
proceder a las respectivas liquidaciones de sus prestaciones sociales o sanciones. De 
igual manera cuando la empresa sea quien determine dar por cancelado el contrato de 
trabajo al conductor  por faltar a los reglamentos internos de la empresa ésta dará 
aviso al vinculado para que proceda a la designación de candidatos a reemplazar al 
conductor despedido. 20. REGLAMENTOS DE TRÁNSITO: El VINCULADO se 
compromete y obliga a acatar rigurosamente los reglamentos  de transporte y tránsito y 
los reglamentos internos de la empresa colocándolo a su exclusivo servicio y 
dependencia salvo autorización expresa y escrita para viajes ocasionales y servicios 
especiales. 21. COMPONENTES DEL CONDUCE: El VINCULADO se compromete a 
cancelar a la empresa por concepto de conduces las siguientes sumas de dinero  
diarios. Rodamiento $___ /Prestación $___ /Fondo Responsabilidad Civil $____ /Fondo 
Solidaridad $____ /Fondo de Reposición $____ /Fondo de Transformación empresarial 
$_____ mensual  y aporte mensual  por $_____. 22. REAJUSTES DE LOS 
COMPONENTES DEL CONDUCE: Las partes aceptan, de común acuerdo, que los 
valores anteriormente establecidos se reajustarán automáticamente cada año según el 
índice de precios al consumidor y de manera extraordinaria cada que las circunstancias 
lo justifiquen, atendiendo la teoría de la imprevisión en los contratos, previo análisis 
económico del Consejo de Administración, en cuyo caso se anunciará expresamente al 
VINCULADO las nuevas tarifas con una antelación no menor de diez (10) días.23.  
RETARDO EN EL PAGO DE CONDUCES.- El contratista que se atrase en el pago de 
conduces por encontrarse el vehículo en taller deberá cancelar el valor de dos (2) 
conduces diarios cuando reinicie su trabajo hasta que se ponga al día. PARÁGRAFO: 
El incumplimiento a lo anterior dará derecho a la empresa a abstenerse de darle 
despacho hasta tanto sean pagadas las sumas adeudadas.  24.  FORMALIZACION Y 
OFICIALIZACIÓN.- Este contrato de vinculación se formalizará con la suscripción del 
presente documento entre los contratantes y se oficializará con la expedición de la 
tarjeta de operación por parte de la autoridad de transporte competente.  25.  
CLAUSULA PENAL.- La parte cumplida podrá cobrar, a título de pena, por 
incumplimiento total o parcial de las obligaciones contractuales, al incumplido la suma 
equivalente a diez (10) Salarios Mínimos Legales Mensuales vigentes.26. SUB-
VINCULACION Y CESION DE LOS DERECHOS DEL PRESENTE CONTRATO DE 
VINCULACIONLe queda prohibido al vinculado, salvo expresa autorización contractual 
del vinculante, desplazar hacia terceros el derecho que tiene a beneficiarse de este 
contrato, por lo tanto, no podrá subcontratar o sub-vincular ni ceder las obligaciones y 
créditos del presente contrato. El vinculado no podrá realizar prácticas regulares o 
irregulares que compitan contra la empresa vinculante o de las que está haga parte, al 
igual que no puede propiciar o participar en negociaciones que alteren el valor de los 
cupos o cesión de los derechos que nacen de este contrato, en caso de violar estas 
prohibiciones, el vinculado pagará a la vinculante a título de cláusula penal como 
tasación anticipada de perjuicios la suma equivalente a CIENTO CINCUENTA 
SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES. 27. DERECHO DE RETENCION. En 
ejercicio del presente contrato de vinculación, por naturaleza de administración, el 
vinculante queda autorizado expresamente por el vinculante a ejercer el derecho de 
retención consistente en que ante el incumplimiento de las obligaciones del vinculado y 
en especial respecto de las cláusulas 26 y 28, a seguir o iniciar la administración 
directa del equipo de transporte asumiendo la operación del mismo y el remanente 
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abonarlo a la deuda indemnizatoria a cargo del vinculado. 28. PUBLICIDAD. La 
vinculante y el vinculado(a), aceptan que el manejo de la publicidad tanto interior como 
exterior del vehículo objeto del presente contrato de vinculación, será de resorte 
exclusivo de ASEMTUR y su junta directiva, toda vez, que la vinculante, ha suscrito un 
Convenio de colaboración empresarial para la explotación compartida del negocio de la 
publicidad en el interior y exterior de los vehículos de transporte urbano colectivo de 
pasajeros con las empresas agremiadas a ASEMTUR, participando vinculante y 
vinculado en una parte proporcional de los ingresos derivados de dicha explotación 
publicitaria, acorde a la estructura tarifaria que se defina para tal fin dadas las 
condiciones del mercado en esta materia, y la que en todo caso será socializada 
periódicamente con el ánimo de mantener informado al vinculado(a)igualmente acepta 
el vinculado la solidaridad derivada de la responsabilidad civil extracontractual por la 
publicidad instalada en el vehículo de su propiedad, así como las sanciones que 
establece el decreto metropolitano No.018 del 2007, en caso de que hubiere lugar a 
ellas.así mismo, se autoriza desde ya a la autoridad, para que desmonte toda aquella 
publicidad que no cumpla con los requisitos establecidos para tal efecto. 29. 
MANDATO: La empresa vinculante adquiere la calidad de mandataria del suscrito para 
que lo represente en las decisiones y designaciones frente a ASEMTUR y las 
agremiadas, con ocasión de lo establecido en el cláusula 28 del presente contrato; con 
la obligación de rendir cuentas periódicas o especiales por solicitud motivada. Este 
mandato es irrevocable total o parcialmente según lo dispuesto por el artículo 1279 del 
código de comercio. 
Para constancia se firma en Pereira, en original y copia de un mismo tenor a los ______ 
días (__) días del mes de ____ del año 20___ 
 
EMPRESA-VINCULANTE                                              VINCULADO” 

De igual manera, el mismo decreto 170 de 2001, así como estableció los 
requisitos para la vinculación de equipos de transporte a las empresas habilitadas 
en la modalidad de transporte urbano colectivo, así mismo, estableció de qué 
manera se podían desvincular dichos equipos, y para el efecto señalo la 
desvinculación de mutuo acuerdo, la desvinculación administrativa a solicitud del 
vinculado o propietario y la desvinculación administrativa a solicitud de la empresa, 
pues durante la relación contractual se pueden dar los diferentes eventos, y para 
el efecto indicó: 
“ARTICULO 49.-Desvinculación de común acuerdo. Cuando exista 
acuerdo para la desvinculación del vehículo, la empresa y el 
propietario o poseedor del vehículo, en forma conjunta, informarán 
por escrito a la autoridad competente y esta procederá a efectuar el 
trámite correspondiente desvinculando el vehículo y cancelando la 
respectiva tarjeta de operación.
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ARTICULO 50.-Desvinculación administrativa por solicitud del 
propietario. Vencido el contrato de vinculación, cuando no exista 
acuerdo entre las partes para la desvinculación del vehículo, el 
propietario podrá solicitar ante la autoridad de transporte competente 
la desvinculación, invocando alguna de las siguientes causales, 
imputables a la empresa: 
1. El trato discriminatorio en el plan de rodamiento señalado por la 
empresa. 
2. El cobro de sumas de dinero por conceptos no pactados en el 
contrato de vinculación. 
3. El no gestionar oportunamente los documentos de transporte, a 
pesar de haber reunido la totalidad de requisitos exigidos en el 
presente decreto. 
PARAGRAFO-El propietario interesado en la desvinculación de un 
vehículo de una empresa de transporte, no podrá prestar sus 
servicios en otra empresa hasta tanto no le haya sido autorizada. 
ARTICULO 51.-Desvinculación administrativa por solicitud de la 
empresa. Vencido el contrato de vinculación, cuando no exista 
acuerdo entre las partes para la desvinculación del vehículo, el 
representante legal de la empresa podrá solicitar a la autoridad de 
transporte competente la desvinculación, invocando alguna de las 
siguientes causales, imputables al propietario del vehículo: 
1. No cumplir con el plan de rodamiento registrado por la empresa 
ante la autoridad competente. 
2. No acreditar oportunamente ante la empresa la totalidad de los 
requisitos exigidos en el presente decreto para el trámite de los 
documentos de transporte. 
3. No cancelar oportunamente a la empresa los valores pactados en 
el contrato de vinculación. 
4. Negarse a efectuar el mantenimiento preventivo del vehículo, de 
acuerdo con el plan señalado por la empresa. 
5. No efectuar los aportes obligatorios al fondo de reposición. 
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PARAGRAFO 1º-La empresa a la cual está vinculado el vehículo, 
tiene la obligación de permitir que continúe trabajando en la misma 
forma en que lo venía haciendo hasta que se decida sobre la 
solicitud de desvinculación. 
PARAGRAFO 2º-Si con la desvinculación solicitada afecta la 
capacidad transportadora mínima exigida a la empresa, ésta tendrá 
un plazo de seis (6) meses improrrogables, contados a partir de la 
ejecutoria de la resolución correspondiente, para suplir esta 
deficiencia en su parque automotor. 
Si en ese plazo no sustituye el vehículo, se procederá a ajustar la 
capacidad transportadora de la empresa, reduciéndola en esta 
unidad. 
ARTICULO 52.-Procedimiento. Para efectos de la desvinculación 
administrativa establecida en los artículos anteriores, se deberá 
observar el siguiente procedimiento: 
1. Petición elevada ante la autoridad de transporte competente 
indicando las razones por las cuales se solicita la desvinculación, 
adjuntando copia del contrato de vinculación y las pruebas 
respectivas. 
2. Traslado de la solicitud de desvinculación al representante legal de 
la empresa o al propietario del vehículo, según el caso por el término 
de cinco (5) días para que presente por escrito sus descargos y para 
que presente las pruebas que pretende hacer valer. 
3. Decisión mediante resolución motivada dentro de los quince (15) 
días siguientes. 
La resolución que ordena la desvinculación del automotor 
reemplazará el paz y salvo que debe expedir la empresa, sin 
perjuicio de las acciones civiles y comerciales que se desprendan del 
contrato de vinculación. 
ARTICULO 53.-Pérdida, hurto o destrucción total de un vehículo. En 
el evento de pérdida, hurto o destrucción del vehículo, su propietario 
tendrá derecho a remplazarlo por otro, bajo el mismo contrato de 
vinculación dentro del término de un (1) año contado a partir de la 
fecha en que ocurrió el hecho. Si el contrato de vinculación vence 
antes de este término, se entenderá prorrogado hasta el 
cumplimiento del año. 
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En el entretanto y para efectos de la capacidad mínima exigida a la 
empresa, no se tendrá en cuenta este vehículo. 
ARTICULO 54.-Cambio de empresa. La empresa a la cual se 
vinculará el vehículo debe acreditar ante la autoridad de transporte 
competente los requisitos establecidos en el artículo 59 del presente 
decreto, adicionando el paz y salvo de la empresa de la cual se 
desvincula o el pronunciamiento de la autoridad administrativa o 
judicial competente. 
La autoridad competente verificará la existencia de disponibilidad de 
la capacidad transportadora de la empresa a la cual se pretende 
vincular el vehículo y expedirá la respectiva tarjeta de operación”. 
2.1. OBLIGACIONES DE LAS EMPRESAS DE TRANSPORTE URBANO 
COLECTIVO. 
Establece el mismo decreto 170 de 2001, como obligaciones a cargo de la 
empresa, las siguientes: 

 Un servicio eficiente 

 Seguro 

 Oportuno y 

 Económico 
Estas constituyen obligaciones básicas en relación con la prestación del servicio 
que deben ejecutar las empresas habilitadas para el efecto, pero también existen 
otro tipo de obligaciones, tales como: 

 Celebrar un contrato de vinculación con aquellos propietarios de equipos de 
transporte que no sean propiedad de la empresa y con los cuales se quiera 
cubrir la prestación del servicio de rutas respecto de los cuales se ha 
habilitado la empresa. 

 Contratar directamente al operador del equipo de transporte. 

 Cobrar la tarifa establecida por la autoridad única establecida para el efecto. 
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 Contar con la estructura organizacional requerida para ser habilitada como 
empresa de transporte en la modalidad que para el efecto de se pretenda. 

 Establecer un programa de reposición del parque automotor. 

 Establecer programas de mantenimiento preventivo del parque automotor 
con que cuenta la empresa para la prestación del servicio respecto del cual 
ha sido habilitada. 

 Tramitar la tarjeta de operación de los vehículos vinculados a su capacidad 
transportadora asignada por la autoridad única. 

 Contratar las pólizas de responsabilidad civil contractual y extra contractual 
establecidas por la ley. 
A manera general constituyen las principales obligaciones que deben cumplir 
aquellas empresas habilitadas para la prestación del servicio de transporte urbano 
colectivo, ya que existen todas aquellas que se desprenden de la prestación 
misma de dicho servicio, tales como la de responder por todas y cada una de las 
investigaciones administrativas o judiciales que se desprenda de la actividad 
misma, y cuya responsabilidad recae no solo por ser las habilitadas para el efecto, 
sino por la responsabilidad civil que origina una actividad considerada como 
peligrosa al amparo de la ley, la doctrina y la jurisprudencia.  
2.2. REMUNERACIÓN EN EL TRANSPORTE URBANO COLECTIVO DE LOS 
CONDUCTORES. 
Desde la Ley 336 de 1.996, se estableció por parte de la misma, la obligatoriedad 
de las empresas habilitadas para la prestación del servicio de transporte urbano 
en la modalidad de colectivo, de vincular el personal de conductores directamente 
como empleados de las mismas, además de afiliarlos al sistema de seguridad 
social, circunstancia que se ve plasmada en los siguientes artículos: 
“Artículo 34.- Las empresas de transporte público están obligadas a 
vigilar y constatar que los conductores de sus equipos cuenten con la 
licencia de conducción vigente y apropiada para el servicio, así como 
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su afiliación al sistema de seguridad social según los prevean las 
disposiciones legales vigentes sobre la materia. La violación de lo 
dispuesto es este artículo acarreará las sanciones correspondientes. 
Artículo 36.-Los conductores de los equipos destinados al servicio 
público de transporte serán contratados directamente por la empresa 
operadora de transporte, quien para todos los efectos será 
solidariamente responsable junto con el propietario del equipo. 
La jornada de trabajo de quienes tengan a su cargo la conducción u 
operación de los equipos destinados al servicio público de transporte 
será la establecida en las normas laborales y especiales 
correspondientes. 
Este requisito se satisface por parte de las empresas operadoras de transporte 
urbano colectivo, toda vez, que los operadores de los vehículos vinculados a 
dichas empresas son contratados bajo las diferentes modalidades establecidas 
por la legislación laboral pertinente para el efecto, sin que se evidencie la 
vulneración de los derechos derivados de la prestación del servicio para el cual 
son contratados.  
En relación con la remuneración de los conductores, se encuentra establecida a 
partir de los mismos contratos de trabajo que celebran, sumado al alea de la 
movilización de pasajeros, a partir de  la cual se pacta entre propietarios de 
equipos de transporte y sus operadores, remuneraciones de acuerdo con la 
movilización de pasajeros, circunstancia que ha sido aceptada como práctica 
general, ya que no afecta el mínimo vital y móvil a que tienen derecho los 
operadores por la prestación del servicio, sumado esto a que sus respectivas 
prestaciones sociales son cubiertas una vez se terminan las relaciones 
contractuales con las empresas para las cuales son contratados.  
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CAPITULO III 
NORMATIVIDAD LEGAL APLICABLE A LAS EMPRESAS DE TRANSPORTE 
MASIVO. 
 
A partir de la expedición de las Leyes 86 de 1.989, 310 de 1.996 y el Decreto 3109 
de 1.997, se pretendió por parte de la Nación reglamentar el transporte urbano de 
pasajeros en la modalidad de masivo, circunstancia que se produce en función de 
la necesidad que tenía desde entonces el Estado de generar mayor movilidad en 
las ciudades y calidad de vida para los habitantes de las mismas, pues la 
infraestructura vial y los tiempos de viaje de los ciudadanos, hacían pensar que 
era necesario generar un transporte que se desarrollará a partir de vehículos de 
alta capacidad y con carriles segregados del tráfico normal, lo cual haría más 
rápidos los desplazamientos de las personas generando con ello un mejoramiento 
en la calidad de vida y una mejor organización en la regulación e intervención 
estatal frente al transporte urbano colectivo.  
 
A partir de la Ley 86 de 1.989 se define en su artículo 2º el transporte masivo de la 
siguiente manera: 
“Artículo 2º.- 
Para efectos de la presente Ley se define como sistema de servicio 
público urbano de transporte masivo de pasajeros el conjunto de 
predios, equipos, señales, paraderos, estaciones e infraestructura 
vial utilizados para satisfacer la demanda de transporte en un área 
urbana por medios de transporte sobre rieles u otro modo de 
transporte”. 
Es así como el Estado, determina que la movilización de personas debería 
realizarse a partir de un conjunto de bienes organizados con una función 
específica, la movilización de personas en masa, buscando con ello, desestimular 
el uso del vehículo particular, así como de racionalizar el uso del suelo urbano, el 
tránsito vehicular y la infraestructura vial que tenían las ciudades.  
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Establece igualmente el área de influencia que para el caso concreto del Área 
Metropolitana Centro Occidente, son Pereira, Dosquebradas y La Virginia, 
inicialmente estableciéndose para los dos primeros municipios pero con la visión 
de generar una integración hacia el municipio de La Virginia, a partir de los 
diferentes modos de transporte que al mismo sirven.  
 
Allí la Nación establece como requisito para financiar los Sistemas de Transporte 
Masivo, la pignoración de las rentas de los municipios a favor de la Nación cuando 
carecen de recursos para poder directamente dichos municipios financiar los 
sistemas de transporte masivo en su respectiva jurisdicción, además se estableció 
allí, la facultad de crear una sobre tasa a la gasolinaequivalente al 20% del valor 
del galón en planta.  
 
Esta norma, determina que los Sistemas de Transporte Masivo, deben ser 
sostenibles a partir de la tarifa que se cobra por la prestación del servicio.  
 
Con la expedición de la Ley 310 de 1.996, se establece la cofinanciación por parte 
del Estado de los Sistemas de Transporte Masivo, pero establece para el efecto 
unos requisitos, a saber: 
“Artículo 2º.-  
La Nación y sus entidades descentralizadas por servicios 
cofinanciaran o participarán con aportes de capital, en dinero o en 
especie, en el Sistema de Servicio Público Urbano de Transporte 
Masivo de Pasajeros, con un mínimo del 40% y un máximo del 70% 
del servicio de la deuda del proyecto, siempre y cuando se cumplan 
los siguientes requisitos 
1. Que se constituyan una sociedad por acciones que será la 
titular de este tipo de sistema de transporte, en caso de 
hacerse un aporte de capital. 
2. Que el proyecto respectivo tenga concepto previo del Conpes 
mediante un estudio de factibilidad y rentabilidad, técnico-
económico, socio-ambiental y físico-espacial, que defina 

claramente tanto la estrategia como el Sistema Integral de 
Transporte Masivo propuesto, así como el cronograma y los 
organismos de ejecución. 
3. Que el Plan Integral de Transporte Masivo propuesto, sea 
coherente con el respectivo Plan Integral de Desarrollo 
Urbano, según lo dispuesto en la Ley 9 de 1989, o normas que 
lo modifiquen o sustituyan. 
4. Que el proyecto propuesto esté debidamente registrado en el 
Banco de Proyectos de Inversión Nacional y cumpla los 
requisitos establecidos por el Decreto 841 de 1990 y demás 
disposiciones vigentes sobre la materia. 
5. Que este formalmente constituida una autoridad Única de 
Transporte para la administración del Sistema de Servicio 
Público Urbano de Transporte Masivo de Pasajeros propuesto. 
6. Que el proyecto del Sistema de Servicio Público Urbano de 
Transporte Masivo de Pasajeros este incluido en el Plan 
Nacional de Desarrollo. 
Para el caso concreto del Sistema Integrado de Transporte Masivo “MEGABUS”, 
se cumplieron los requisitos así: 
 
En primer lugar, se constituyó una sociedad por acciones de la especie de las 
anónimas denominada “MEGABUS S.A.”, conformada por los Municipios de 
Pereira y Dosquebradas, el Área Metropolitana Centro Occidente, el Aeropuerto 
Matecaña de Pereira y el Instituto Municipal de Tránsito y Transportes de Pereira.  
 
En segundo lugar, el proyecto tuvo concepto favorable del Consejo Nacional de 
Política Económica y Social “CONPES” según documento No.3220 del 21 de abril 
de 2003, fue aprobado el “Sistema Integrado del Servicio Público Urbano de 
Transporte Masivo del Área Metropolitana Centro Occidente”. 
 
En tercer lugar, el Plan Integral de Desarrollo Metropolitano para el Área 
Metropolitana del Centro Occidente, fue aprobado mediante Acuerdo 
Metropolitano No.004 del 29 de Agosto de 2000, el cual previó la Implementación 
de un Sistema de Transporte Masivo. 
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En cuarto lugar, el proyecto fue registrado en el Banco de Proyectos de Inversión 
Nacional, según se registró dentro del documento bases del Plan de Desarrollo 
Nacional 2002-2006 “POR UN ESTADO COMUNITARIO” en el Capítulo II, 
numeral 3, inciso b “Impulso al Transporte Urbano y Masivo”. 
 
En quinto lugar, la Autoridad Única de Transporte para la administración del 
Sistema de Transporte Urbano Masivo, fue reconocida por el Ministerio del 
Transporte, según Resolución 4380 de 3 de abril de 2002, aclarada mediante 
resolución 006699 del 23 de mayo de 2002.  
 
Y en sexto y último lugar como cumplimiento de requisito, dicho proyecto fue 
inscrito como tal en el Plan de Desarrollo Nacional 2002-2006 “POR UN ESTADO 
COMUNITARIO”, con el lleno de estos requisitos y al tenor de lo establecido en la 
Ley 310 de 1.996, el Sistema Integrado de Transporte Masivo “MEGABUS” era 
viable de ser cofinanciado por la Nación.  
Por último, se expide el Decreto 3109 de 1.997, mediante el cual se establecen 
normas para ser aplicadas de carácter integral a los Sistemas de Transporte 
Masivo de Pasajeros, en el cual se complementa la normatividad antes enunciada, 
se establece el otorgamiento de la habilitación de las empresas operadoras de 
transporte masivo a quienes vía concesión se les otorga la operación de las 
respectivas rutas, en cabeza de la Autoridad de Transporte, quien ejerce las 
funciones de Planeación, organización, control y vigilancia de dichos sistemas. Es 
aquí donde se da cumplimiento a los requisitos legales establecidos en función de 
entregar la operación de los sistemas mediante procesos de licitación y la 
suscripción del respectivo contrato de concesión, para el caso concreto objeto de 
estudio, fueron los contratos suscritos por la sociedad MEGABUS S.A. en su 
calidad de ENTE GESTOR del sistema y las sociedades INTEGRA S.A. y 
PROMASIVO S.A. como operadores de transporte en dicha modalidad.  
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La norma a que se alude antes, establece las condiciones bajo las cuales se 
deben ser constituidas las empresas operadoras, las cuales son:  
“ARTICULO 8. El servicio público de transporte masivo de pasajeros 
se prestaráprevia expedición de un permiso de operación otorgado 
mediante concurso, lacelebración de un contrato de concesión u 
operación adjudicados en licitaciónpública o a través de contratos 
interadministrativos. 
 
Las condiciones en materia de organización, capacidad financiera, 
capacidadtécnica y de seguridad a que se refiere el artículo 11 de la 
Ley 336 de 1996, seestablecerán en el respectivo pliego de 
condiciones o términos de referencia.En todo caso, las empresas de 
transporte masivo deberán cumplir las siguientescondiciones: 
 
Capacidad organizacional 
1. Identificación 
 
a) Personas naturales 
- Nombre 
- Documento de identificación, anexando fotocopia 
- Certificado de registro mercantil 
- Domicilio; 
 
b) Personas jurídicas 
- Nombre o razón social, anexando certificado de existencia y 
representación legal 
- Tipo de sociedad 
- NIT 
- Representante legal con su documento de identidad 
- Domicilio. 
 
2. Requerimientos en cuanto al personal vinculado a la empresa, 
discriminándolo entre personal administrativo, técnico y operativo. 
 
Capacidad financiera 
a) Patrimonio mínimo; 
b) Origen de capital; 
c) Capital pagado mínimo, en el caso de las personas jurídicas. 
 
Capacidad técnica 
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Requerimientos mínimos de equipo indicando las siguientes 
características: 
a) Clase; 
b) Marca; 
c) Referencia; 
d) Modelo; 
e) Capacidad; 
f) Forma de vinculación a la empresa. 
 
Condiciones de seguridad 
Los pliegos de condiciones o los términos de referencia contendrán 
lascondiciones mínimas de seguridad que deberá cumplir la empresa 
de transporte masivo”. 
 
3.1 AUTORIDADES ESTABLECIDAS A PARTIR DE LA CREACIÓN DE LOS 
SISTEMAS INTEGRADOS DE TRANSPORTE MASIVO. 
Como se indicó antes y de conformidad con lo establecido en la ley, para el caso 
concreto del Sistema Integrado de Transporte Masivo “MEGABUS”, fue constituida 
el Área Metropolitana Centro Occidente “AMCO” como AUTORIDAD DE 
TRANSPORTE PÚBLICO colectivo y masivo, según se desprende de la 
Resolución No.4380 de 3 de abril de 2002 del Ministerio del Transporte, aclarada 
según Resolución No.006699 del 23 de mayo de 2002 del Ministerio del 
Transporte.  
No existiendo ninguna otra autoridad constituida para el efecto, salvo el caso del 
ENTE GESTOR del Sistema Integrado de Transporte Masivo “MEGABUS”, que 
celebro convenio interadministrativo con el AMCO para la operación de dicho 
sistema. 
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3.2. EL ESTADO Y LOS CONTRATOS DE CONCESION EN LA PRESTACIÓN 
DEL TRANSPORTE MASIVO. 
El Área Metropolitana Centro Occidente en su condición de autoridad de 
transporte público colectivo en la jurisdicción de los municipios de Pereira, 
Dosquebradas y La Virginia, detectó mediante desarrollos como el Plan Integral de 
Desarrollo Metropolitano, la desarticulación de la malla vial, baja cobertura y 
calidad en la prestación del transporte público colectivo, esto como consecuencia 
de la saturación de desplazamientos y una nula política institucional respecto de la 
operación y racionalización del parque automotor que tenían asignado las 
empresas prestadoras del servicio como capacidad transportadora, circunstancia 
que conllevo a la Autoridad de Transporte Público “AMCO” a realizar un diseño 
conceptual y posteriormente una estructuración técnica, legal y financiera para la 
implementación de un sistema integrado de transporte masivo, teniendo como fin 
la constitución de la sociedad MEGABUS S.A., sociedad que sería por disposición 
legal, la Titular del Sistema Integrado de Transporte Masivo, y como titular de 
dicho sistema, y al amparo de la Ley 80 de 1.993 para aquel entonces y sus 
decretos reglamentarios, la elaboración de unos pliegos de condiciones que 
conllevaron a generar una licitación de los diferentes componentes del sistema, 
tales como operación, infraestructura, recaudo, siendo nuestro objeto de estudio la 
operación, a partir de la cual unas sociedades constituidas por los pequeños 
propietarios y las empresas habilitadas en la modalidad de colectivo, fueron 
quienes licitaron y lograron la adjudicación de la operación del transporte masivo 
en las cuencas de CUBA y DQS, siendo convocadas tales licitaciones a través de 
la Resolución No.003 del 30 de diciembre de 2003, modificada mediante la 
Resolución No.001 del 16 de enero de 2004, convocando a la licitación 001 
de2003 para la prestación del servicio público de transporte terrestre urbano 
masivo de pasajeros dentro del Sistema Integrado de Transporte Masivo del Área 
Metropolitana Centro Occidente – operación troncal y alimentadora del Sistem
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Megabús, en lo que al municipio de Pereira respecta, resultando adjudicada dicha 
licitación a la sociedad PROMASIVO S.A.. 
A partir de dicha adjudicación, se estructuraron los contratos de concesión con las 
respectivas obligaciones y derechos de las partes, asignación de riesgos, 
operación, tipos vehiculares requeridos para el efecto, las condiciones para la 
operación de los mismos, mantenimiento, aspectos administrativos y financieros 
de la concesión, garantías, multas del contrato, cláusulas unilaterales, terminación 
del contrato y régimen de reversión y devolución de los bienes afectos a la 
concesión, así mismo, la liquidación, resolución de conflictos y aspectos varios 
que implicaba la concesión. 
Dichos modelos contractuales parten de las normas civiles, comerciales y los 
particulares establecidos por la Ley 80 de 1.993 y sus decretos reglamentarios y 
demás normas como la Ley 1150 de 2007.   
Tales modelos contractuales tuvieron unas variaciones en función del retraso en la 
entrega de la infraestructura del sistema, circunstancia que llevo a MEGABUS S.A. 
a celebrar OTRO SI con las sociedades operadoras, y a establecer unas nuevas 
etapas en la ejecución de los contratos e incluso, la ampliación del plazo 
inicialmente pactado. Tales fases fueron denominadas operación temprana y 
operación plena, toda vez, que no existía inicialmente una cobertura espacial de 
acuerdo con lo inicialmente acordado, de ahí que como consecuencia de dichos 
retrasos, la implementación del sistema fue retardada, y aún a la fecha no se 
encuentra entregada la totalidad de la infraestructura de manera plena, pues 
existen falencia en el sistema tales como ausencia de intercambiador definitivo en 
el municipio de Dosquebradas, ausencia de la Estación San Fernando, y otros 
aspectos, que generaron traumatismos en el normal funcionamiento de dicho 
sistema. 
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La administración contractual se ha desarrollado a través de una interacción entre 
la sociedad operadora y la sociedad MEGABUS S.A. como titular del sistema, y 
para el efecto se designaron unos interventores de dichos contratos, con el ánimo 
de verificar el cumplimiento de los mismos con arreglo a lo pactado en ellos y lo 
establecido por la ley.  
3.3. PARTES EN LOS CONTRATOS DE CONCESIÓN PARA LA 
PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE TRANSPORTE MASIVO. 
En dichos contratos son partes a saber: 
ENTE GESTOR o SOCIEDAD TITULAR DEL SISTEMA, que para nuestro objeto 
de trabajo es la sociedad MEGABUS S.A., quien como titular del sistema es la 
encargada de velar por el debido cumplimiento del objeto contractual. 
OPERADOR, concesionario titular del contrato de concesión para la operación de 
rutas troncales y alimentadoras dentro del sistema integrado de transporte masivo 
“MEGABUS”. 
 
3.4. OBLIGACIONES CONTRACTUALES DE LOS OPERADORES DE 
TRANSPORTE MASIVO.  
“Cláusula 9. Obligaciones del Concesionario10 
A través del presente Contrato, el Concesionario adquiere las 
siguientes  obligaciones, sin perjuicio de las establecidas en otros 
apartes del mismo o en las leyes aplicables: 
9.1. Garantizar la prestación del Servicio Público de Transporte 
Masivo, en condiciones de libertad de acceso, calidad, estándares de 
 
10Contrato de Concesión No.002 de Noviembre 3 de 2004, Sistema Integrado de Transporte Masivo Megabús. 
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servicio y seguridad de los usuarios, con la permanencia y 
continuidad determinada por Megabús. 
9.2. Suscribir todos los contratos accesorios o complementarios al 
presente Contrato que se requieran para el funcionamiento del 
Sistema Megabús, según determinación de Megabús, incluyendo, sin 
limitar, el Contrato de Fiducia para la administración centralizada de 
los recursos del Sistema Megabús, según la minuta establecida 
dentro del Pliego de Condiciones para la Selección del Recaudador 
del Sistema Megabús y con el Administrador de los Recursos que 
sea escogido dentro del proceso de licitación privada adelantado por 
el Recaudador. La suscripción de tales contratos no implicará 
modificación o alteración alguna a las reglas previstas en este 
Contrato, ni tampoco costo alguno para Megabús. 
9.3. Poner a disposición del Sistema Megabús los vehículos 
ofrecidos en el Compromiso de Vinculación de Flota, en los términos 
previstos en este Contrato. 
9.4. Asumir, por su cuenta y riesgo, la financiación de todos los 
vehículos y demás elementos necesarios para adelantar la operación 
del Servicio Público de Transporte Masivo aquí prevista y de lograr el 
Cierre Financiero en los términos previstos en la Cláusula 6 del 
presente Contrato. 
9.5. Asumir la totalidad de riesgos derivados de la celebración y 
ejecución del presente Contrato, salvo por aquellos riesgos 
expresamente asignados a Megabús o asumidos por terceros. La 
asignación de riesgos derivados del presente Contrato se indica en el 
CAPÍTULO TERCERO.- del presente Contrato. 
9.6. Mantener vigente la habilitación para la prestación del Servicio 
Público de Transporte Masivo. 
9.7. Obtener y mantener vigente el certificado de vinculación al 
servicio, expedido por Megabús, para los vehículos que se destinen a 
la operación del Sistema Megabús. 
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9.8. Obtener y mantener vigentes todos aquellos permisos, licencias 
o autorizaciones necesarias para la prestación del Servicio Público 
de Transporte Masivo, con independencia de que dichos permisos, 
licencias o autorizaciones sean o no mencionados en este Contrato. 
9.9. Vincular a la totalidad de su personal con estricta sujeción al 
régimen laboral vigente en la República de Colombia y de estar al día 
en todo momento con sus obligaciones laborales y frente al Sistema 
de Seguridad Social Integral, parafiscales (Cajas de Compensación 
Familiar, SENA e ICBF). El incumplimiento de esta obligación será 
causal para la imposición de multas sucesivas hasta tanto se dé el 
cumplimiento, previa verificación de la mora mediante liquidación 
efectuada por la entidad administradora. 
Cuando durante la ejecución del presente Contrato o a la fecha de su 
liquidación se observe la persistencia de este incumplimiento, por 
cuatro (4) meses Megabús dará aplicación a la cláusula de 
caducidad. 
9.10. Entrenar mediante programas de capacitación previamente 
aceptados por Megabús, los cuales serán entregados a Megabús 
dentro de un términomáximo de tres (3) meses contados a partir de 
la Fecha de Inicio de laEjecución del Contrato y aprobados por 
Megabús dentro del mes siguiente a su entrega, al personal que 
conducirá los vehículos a cargodel Concesionario, asegurando el 
conocimiento y estricto cumplimientopor parte de los conductores, de 
la reglamentación aplicable para lacirculación de vehículos dentro del 
Sistema Megabús, de las normas ambientales y de seguridad que 
garanticen la debida atención yprotección del pasajero. 
9.11. Mantener en adecuadas condiciones de funcionamiento, 
seguridad ylimpieza los vehículos destinados al Sistema Megabús de 
conformidad con lo previsto en este Contrato. 
9.12. Suministrar y permitir acceso a la totalidad de la información 
relacionadacon la operación o con la conducción de cualquier 
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aspecto de laConcesión en los plazos y forma que Megabús 
establezca para cada caso. 
9.13. Permitir la adecuada supervisión de todos y cada uno de los 
aspectosrelativos a la ejecución del presente Contrato por parte de 
Megabús o de los auditores e interventores designados por 
Megabús, permitiendo el acceso a cualquier instalación del 
Concesionario por parte del personal autorizado por Megabús, sus 
auditores o interventores. 
9.14. Elaborar, a su costo, los estudios de impacto y manejo 
ambiental y deadoptar las medidas y ejecutar los planes que se 
hayan requerido o que Se lleguen a requerir, de acuerdo con las 
autoridades ambientalescompetentes, para mitigar el impacto 
ambiental derivado de la disposiciónde residuos derivados de la 
operación. 
9.15. Cumplir con las instrucciones en materia de operación 
impartidas por Megabús. 
9.16. Mantener la imagen institucional del Sistema Megabús 
determinada por Megabús en el Patio Troncal, en el Patio 
Alimentador, en los AutobusesTroncales y en los Autobuses 
Alimentadores, y de abstenerse deincorporar a los Autobuses 
Troncales y Alimentadores aditamentos oelementos que no formen 
parte de la tipología prevista en el presenteContrato. 
9.17. Las previstas en el CAPÍTULO QUINTO.-, en relación con el 
Patio Troncaly con el Patio Alimentador. 
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3.5. DERECHOS DE CONTRACTUALES DE LOS OPERADORES DE 
TRANSPORTE MASIVO. 
“2.1. El objeto del presente Contrato es el otorgamiento en 
Concesión por parte de Megabús a favor del Concesionario de: (a) 
La explotación del Servicio Público de Transporte Masivo en las 
Rutas Troncales del Sistema Megabús, a través de la participación 
del Concesionario en los recursos económicos generados por la 
prestación del servicio. Esta explotación será no exclusiva con 
respecto a otros Operadores de Transporte Masivo, y exclusiva con 
respecto de Operadores de Transporte Colectivo, salvo por los 
Derechos de Paso. En ningún caso, los Derechos de Paso permitirán 
el acceso de Operadores de Transporte Colectivo a carriles 
exclusivos  o preferenciales por donde circulen Autobuses Troncales,  
según dichos carriles exclusivos o preferenciales sean definidos por 
Megabús . 
 
(b) La explotación del Servicio Público de Transporte Masivo en las 
Rutas  alimentadoras que conforman la Cuenca Alimentadora DQS, a 
través de la participación del Concesionario en los recursos 
económicos generados por la prestación del servicio. Esta 
explotación será exclusiva con respecto a otros Operadores de 
Transporte Masivo y a los Operadores de Transporte Colectivo, salvo 
por los Derechos de Paso. Se entiende que la exclusividad con 
respecto de las Rutas Alimentadoras consistirá en que, de 
conformidad con el Convenio Interadministrativo de Operación, no 
podrán existir rutas de Servicio Público de Transporte Colectivo que 
tengan origen y destino que sean atendidos por las Rutas Troncales 
o Rutas Alimentadoras del Sistema Megabús. 
 
Cláusula 8. Derechos del Concesionario 
 
Además de los derechos previstos en la Sección 2.1 del presente 
Contrato y de 
otros derechos previstos en otras secciones del presente Contrato o 
en la ley aplicable, la Concesión confiere al Concesionario los 
siguientes derechos:  
 
8.1. A explotar económicamente la actividad de Servicio Público de 
Transporte Masivo dentro de las Rutas Troncales y las Rutas 
Alimentadoras, según la programación  probada o dictada por 
Megabús de conformidad con el presente Contrato. 
8.2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección 4.2 del presente 
Contrato, a que Megabús, durante el término de la Concesión, no 
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vincule a ningún nuevo operador del servicio público de transporte 
Masivo dentro del Sistema Megabús, salvo en uno cualquiera de los 
siguientes eventos: 
(a) Cuando se termine por cualquier causa el presente Contrato de 
Concesión o el Contrato de Concesión CUBA;  
(b) Cuando la Flota del Concesionario y del Concesionario CUBA se 
haya  incrementado en un cincuenta por ciento (50%) de conformidad 
con lo previsto en el presente Contrato o en el Contrato de 
Concesión CUBA; y 
(c) Cuando el Sistema Megabús se expanda en corredores diferentes 
a aquellos sobre los que funcionarán las Rutas Troncales y las Rutas 
Alimentadoras inicialmente previstas. 
8.3. A utilizar la infraestructura de vías, carriles, estaciones y 
terminales que conforman el Sistema Megabús, sobre la Rutas 
Troncales y las Cuencas Alimentadoras de conformidad con los 
lineamientos previstos para el efecto por Megabús y por el presente 
Contrato. En cualquier caso, la titularidad sobre las vías y carriles 
será detentada por el Municipio del AMCO en el cual se encuentren, 
mientras que las estaciones y terminales que conforman el Sistema 
Megabús permanecerán, en todo momento, en cabeza de Megabús 
S.A. 
8.4. A celebrar todos los contratos y operaciones que considere útiles 
a sus intereses, siempre que se encuentren dentro del ámbito de los 
derechos y obligaciones que surgen con ocasión de la Concesión, y 
sean consistentes con la finalidad de la misma; 
8.5. El derecho a pignorar o de cualquier otra forma gravar los 
ingresos que de conformidad con este Contrato pueda llegar a 
recibir. Los gravámenes de cualquier naturaleza que constituya el 
Concesionario sobre sus derechos estarán sujetos a los mismos 
alcances y limitaciones que caracterizan los derechos del 
Concesionario bajo este Contrato; 
8.6. Con sujeción a las disposiciones en materia de administración de 
recursos, a recibir y disponer libremente de la Participación 
Económica del Concesionario y de cualquier otro ingreso o 
participación que obtenga como resultado de la operación del 
Servicio Público de Transporte Masivo en los términos y condiciones 
previstos en el presente Contrato de Concesión; 
8.7. A recibir cualquier otra prestación económica que en su favor 
establezca el presente Contrato; 
8.8. Los previstos en el CAPÍTULO QUINTO.- en relación con el 
Patio Troncal y con el Patio Alimentador. 
8.9. A disfrutar sin perturbación alguna, de los derechos que este 
Contrato le confiere.” 
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De esta manera se dejaron establecidos los derechos del concesionario en 
operación dentro del sistema, y así poder desarrollar la relación contractual de 
forma tal que cada una de las partes sabe específicamente sus derechos y 
obligaciones durante la ejecución del contrato de concesión celebrado. 
3.6. PROCEDIMIENTOS SANCIONATORIOS ESTABLECIDOS A PARTIR DE 
LOS CONTRATOS DE CONCESIÓN. 
De conformidad con lo establecido en el contrato de concesión en su capítulo 
DECIMOTERCERO, las MULTAS DEL CONTRATO, y al efecto establecieron el 
cumplimiento contractual bajo los siguientes parámetros: 
 
“CAPÍTULO DECIMOTERCERO.-MULTAS DEL CONTRATO11 
 
Cláusula 77. General 
 
77.1. Megabús verificará el cumplimiento de la totalidad de los 
parámetros, requisitos, obligaciones y responsabilidades exigibles al 
Concesionario en virtud de lo dispuesto en el presente Contrato. 
77.2. Si el Concesionario no cumple con cualquiera de los 
parámetros, requisitos, obligaciones y responsabilidades que le han 
sido asignados en el presente Contrato, a partir de la fecha de la 
ocurrencia de un evento generador de multa o en que cada 
obligación se hace exigible, comenzará a causarse una multa diaria 
de acuerdo con lo previsto en las cláusulas incluidas en el presente 
capítulo, sin subordinación ni sujeta a condición alguna diferente de 
la ocurrencia de los supuestos fácticos que dan lugar 
al nacimiento de la multa, y sin requerirse declaración alguna de 
parte de Megabús o de otra autoridad judicial o extrajudicial de 
cualquier naturaleza. 
77.3. Todas las multas se causarán de manera continua hasta 
cuando se restituya el cumplimiento del Contrato, según el 
parámetro, requisito, obligación o responsabilidad exigidos. Cuando 
se trate de incumplimiento de ejecución inmediata cuyo  
cumplimiento no sea posible restituir, se causarán tantas multas 
como infracciones de ejecución inmediata haya cometido el 
Concesionario, cuantificadas en cada caso por una sola vez. 
 
11Contrato de concesión No.002 de noviembre de 2004. Sistema Integrado de Transporte Masivo Megabús. 
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77.4. Las multas del presente Contrato incluyen no sólo las previstas 
en este CAPÍTULO DECIMOTERCERO.-, sino, además, todas 
aquellas previstas cualquier otra Sección de este Contrato.  
77.5. En aquellos casos en los cuales el incumplimiento se haya 
convenido contractualmente como causal para que a opción de 
Megabús pueda declarar la caducidad del presente Contrato y tal 
entidad decida no declararla, se causarán las multas 
correspondientes, hasta un valor total acumulado que no podrá 
exceder del diez por ciento (10%) del valor total de los ingresos que 
por todo concepto perciba el Concesionario con ocasión del presente 
Contrato para el periodo semanal en el que se haya causado la 
sanción correspondiente. 
77.6. Con la suscripción del presente Contrato, Megabús y el 
Concesionario acuerdan que se podrán modificar las causales y los 
montos de las multas que se han establecido en el presente 
Contrato, así como también se podrán adicionar nuevas o suprimir 
algunas de las existentes. Para modificar, introducir o suprimir multas 
se escuchará previamente al Comité de Planeación, y se convocará 
a los Operadores de Transporte Masivo a una audiencia, en la cual 
serán escuchadas y consideradas susobservaciones. Con 
posterioridad, Megabús tomará la decisión de modificar, introducir o 
suprimir multas a su criterio. 
77.7. De igual forma, con la suscripción del presente Contrato, 
Megabús y el Concesionario acuerdan que previo el agotamiento del 
trámite mencionado en la Sección anterior, la decisión final de 
adoptar, modificar o suprimir multas será una facultad exclusiva de 
Megabús, que el Concesionario le reconoce y atribuye a través del 
presente Contrato, quien deberá comunicar por escrito a cada uno de 
los  Concesionarios la modificación, adición o modificación 
respectiva, las que serán vinculantes y exigibles para las partes a 
partir del día siguiente calendario de recibida 
la notificación. 
77.8. En todo caso, la adopción, modificación o supresión no afectará 
las multas que se hayan causado hasta el día en que aquellas sean 
vinculantes y exigibles, aun en el caso en el que Megabús no haya 
declarado su ocurrencia. 
 
Cláusula 78. Multas por deficiencias relacionadas con el estado 
de losvehículos 
La exigibilidad de multas por deficiencias relacionadas con el estado 
de los Autobuses Troncales y Alimentadores, se encontrará sometida 
a las siguientes condiciones: 
78.1. Si el Concesionario no cumpliera con cualquiera de los 
parámetros, requisitos y condiciones previstos en el presente 
Contrato, relacionadas con la obligación de suministrar y mantener la 
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flota en las condiciones requeridas por el Sistema Megabús, salvo 
que Megabús lo hubiere autorizado, Megabús podrá imponer multas 
sucesivas diarias hasta por ocho días, por cada parámetro, requisito, 
condición, o  responsabilidad incumplida, y por cada vehículo, 
mientras subsista el incumplimiento, por el valor diario que a 
continuación se relaciona. 
78.2. Si el incumplimiento subsiste pasados de los ocho (8) días, 
Megabús en su calidad de gestor del Sistema, podrá suspender de la 
operación el vehículo, hasta tanto se solucione el incumplimiento. 
78.3. Para efectos de la imposición de las multas a que hace 
referencia el presente capítulo, la cuantificación de las multas que a 
continuación se relacionan será  establecida en función del valor de 
la información recibida por el Concesionario, según el valor de 
ingreso por Kilómetro Comercial en el Sistema Megabús, establecido 
en el presente Contrato…”: 
 
Hasta aquí se establece el procedimiento a seguir cuando de la imposición de una 
multa se trataba, de manera posterior, se particularizan las diferentes conductas 
que constituyen violaciones a las obligaciones del concesionario y que en caso de 
incurrir en una de las conductas señaladas, asigna un número de Kilómetros con 
los cuales se sanciona al operador viendo así reducido su pago, pues en la 
operación troncal la remuneración se pactó por Kilómetro recorrido, todo esto 
sometido al procedimiento establecido anteriormente.   
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CAPITULO IV 
TIPOS SOCIETARIOS ADOPTADOS PARA LA PARTICIPACIÓN EN LAS 
LICITACIONES 
 
Teniendo en cuenta que los pliegos de licitación, establecían como aptitud legal 
del proponente de diferentes formas, tales como: 
 

 Personas Jurídicas ya constituidas  

 Personas Jurídicas extranjeras  

 Apoderado 

 Sociedades constituidas con el único objeto de participar en la licitación 

 Consorcios y Uniones Temporales  

 Consorcios asociados bajo promesa de constitución de sociedad futura con 
el objeto de ejecutar el contrato de concesión licitado 
El tipo de sociedad con el cual se presentaron los concesionarios a las licitar los 
contratos de operación dentro del sistema integrado de transporte masivo 
Megabús, fue sociedades anónimas cerradas de objeto único o propósito único, 
pues eran constituidas con el ánimo exclusivo de explotar la prestación del servicio 
de transporte masivo en las rutas troncales y alimentadoras que para el efecto 
habían sido objeto de licitación, además de que en dichas sociedades debían 
como requisito del pliego, incorporar la participación de los pequeños propietarios 
de vehículos de transporte público colectivo que hubieren querido participar dentro 
del sistema, sumado a que se estableció por parte de MEGABUS S.A. un puntaje 
de acuerdo al número de pequeños propietarios que formarán parte del 
proponente, sumado a la exigencia de eliminar sobre oferta de vehículos para 
poder matricular los nuevos que operarían dentro del sistema en las rutas 
troncales y alimentadoras.  
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4.1. FORMAS SOCIETARIAS ADOPTADAS PARA PARTICIPAR EN EL 
SISTEMA INTEGRADO DE TRANSPORTE MASIVO POR PARTE DE 
LOS EMPRESARIOS TRADICIONALES DEL TRANSPORTE URBANO 
COLECTIVO. 
Los empresarios del transporte urbano colectivo adoptaron como modelo 
societario para participar en las licitaciones las sociedades anónimas cerradas, en 
las cuales incluyeron sus estructuras societarias antiguas, pues las sociedades 
preexistentes y que prestaban el servicio de transporte en la modalidad de 
colectivo se obligaron de manera solidaria en la suscripción de los contratos de 
concesión celebrados, circunstancia que hacía que su responsabilidad en la 
concesión no solo se circunscribiera a la misma y por ende hasta el monto de sus 
aportes como socios, sino que por el contrario, involucro el patrimonio preexistente 
para poder apalancar financieramente el proyecto, pues los requerimientos 
patrimoniales exigidos por la licitación eran muy altos comparados con la 
capacidad patrimonial de las empresas, razón por la cual hubieron de obligarse no 
solo frente al ente gestor del sistema, sino ante las  entidades financieras que 
apalancaron el proyecto. 
 
4.2. PARTICIPACIÓN DE LOS PEQUEÑOS PROPIETARIOS EN DICHAS 
ESTRUCTURAS SOCIETARIAS. 
El pliego de condiciones estableció para la licitación del sistema integrado de 
transporte masivo “MEGABUS”, que la participación de los pequeños propietarios 
de los vehículos de transporte público colectivo en el AMCO, otorgaba un puntaje 
a favor de quien mayor número de pequeños propietarios lograra vincular a su 
propuesta, sumado a que dichos propietarios debían eliminar sus vehículos como 
requisito para poder matricular los nuevos que operarían en el sistema, luego el 
tenerlos como socios, garantizaba en alguna manera la posibilidad de eliminar 
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sobre oferta, además de apalancar el proyecto financieramente, pues esos 
propietarios debían pagar por las acciones que suscribirían con el ánimo de ser 
socios del proponente.  
 
4.3. COMPOSICIÓN ACCIONARIA. 
La composición accionaria inicial se estableció en una relación de un 51% a favor 
de las empresas preexistentes al sistema de transporte masivo que se pretendía 
implantar, y un 49% a favor de los pequeños propietarios afiliados a dichas 
empresas, pero como se indicó antes, se debe tener en cuenta que dentro de la 
estructuración societaria de dicho proyecto, formaban parte dos sociedades 
anónimas, tres sociedades limitadas y dos cooperativas, siendo diferentes los 
tipos asociativos que los reunían y por ende su vocación societaria.  
4.4. DIFERENTES FORMAS DE CAPITALIZACIÓN DE LAS SOCIEDADES 
CONSTITUIDAS. 
Las sociedades constituidas se capitalizaron a partir de los aportes en dinero que 
realizaron las empresas habilitadas en la modalidad de transporte urbano 
colectivo, así como los realizados por los pequeños propietarios, que incluso en 
muchos casos en uno de los proponentes, entregaban sus vehículos lograban 
eliminar sobre oferta y liberar acciones de capital con el valor asignado a dichos 
vehículos, circunstancia que ayudaba a alivianar la carga financiera que implicaba 
que una vez adjudicada la licitación, las empresas operadoras debían incurrir en 
costos pre operativos, sin ningún ingreso y por el contrario asumiendo aspectos 
laborales, pagos de estructuración establecidos en los pliegos de licitación, 
adquiriendo predios a favor de la sociedad titular del sistema para luego recibirlos 
en comodato, y demás aspectos de orden económico que hacían difícil el poder 
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desarrollar el objeto social para el cual habían sido constituidas las sociedades 
licitantes.  
 
4.5. VINCULACIÓN DE LOS CONDUCTORES EN EL TRANSPORTE 
MASIVO. 
A partir de la Ley 336 de 1.996, se estableció la vinculación del personal de 
conductores de los vehículos por parte de las empresas a través de un contrato de 
trabajo y a los diferentes sistemas de seguridad social, los pliegos de licitación así 
como el contrato de concesión mismo, establecieron como requisito la vinculación 
de todo el personal de acuerdo con la normatividad laboral vigente.   
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Como conclusiones del presente trabajo, se pueden destacar las siguientes: 
 

 Se regularizó a través del contrato de concesión suscrito para la operación 
del transporte masivo, la prestación del servicio dentro de un marco 
contractual, marco que establece derechos, pero también obligaciones, y en 
caso de incumplimientos, establece la imposición de multas, circunstancias 
estas que obligaron a los operadores de transporte masivo a estructurar 
empresas con un control real de flota, personal y horarios. 
 

 A partir de las exigencias contractuales, se determinó la contratación directa 
del personal por parte de la empresa prestadora del servicio, con la 
cancelación de un salario y sus respectivas prestaciones, ya sin incentivos 
por el número de pasajeros movilizados, sino por la adecuada y oportuna 
prestación del servicio en condiciones de eficiencia y seguridad para los 
pasajeros.  
 

 Se dio una nueva forma de remuneración para las empresas, además de la 
ya existencia respecto de los pasajeros movilizados, esto en la alimentación 
del servicio, en las rutas troncales, la remuneración del operador se 
produce por kilómetros recorridos, circunstancia que es determinada por el 
ENTE GESTOR del sistema, lo cual hace que se regule la prestación del 
servicio de acuerdo  horas pico y horas valle, bajo el entendido de que a 
mayor demanda, más vehículos prestando el servicio y a menor demanda, 
menos vehículos prestando servicio. 
 

 A través de los requerimientos de la licitación para la prestación del servicio 
de transporte en la modalidad de masivo, se indujo a las empresas que 
pretendían participar en la misma, a buscar apalancamientos financieros en 
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grupo y no de manera individual como se hacía antes de la licitación, lo cual 
brindo fortalezas financieras a las empresas, pues se estructuraron a partir 
de la existencia real de capitales de trabajo y no de sumatorias de sinergias 
individuales.  
 
Como recomendaciones que pueden surgir a partir del presente trabajo, se 
pueden a nuestro criterio determinar las siguientes: 
 

 El estado debe planificar de mejor manera la implementación del servicio de 
transporte en la modalidad de masivo, pues con la segregación de vías 
públicas en favor de dichos sistemas, no se soluciona el problema de 
movilidad en las ciudades, ya que no existe la infraestructura vial necesaria 
para soportar la coexistencia de un nuevo sistema con los ya existentes.  
 

 Se debe articular de mejor manera la interacción entre los diferentes modos 
de transporte que circulan por las vías, ya que se generan competencias 
que no conducen sino a ineficiencias empresariales y por ende déficit 
económico en la operación de todos aquellos que interactúan dentro del 
servicio público en cualquier modalidad. 
 

 Se deben generar reingenierías al interior de las empresas que prestan el 
servicio público de transporte en la modalidad de colectivo antes de 
implementarse los sistemas de transporte masivo, pues las empresas de 
colectivo no están preparadas financieramente, operacionalmente, 
estructuralmente y desde el punto de vista de talento humano para asumir 
los retos que impone la implementación de un sistema de transporte 
masivo, ya que el mismo implica proyección, capacitación, apalancamiento 
económico y otros aspectos ausentes en las estructuras empresariales del 
transporte colectivo. 
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 Se debe integrar los diferentes modos de transporte a partir de las 
estructuras existentes, pero sin que dicha integración implique 
competencias negativas entre los diferentes actores, pues se deben 
planificar dichas integraciones a partir de sumar aquellas fortalezas que en 
la prestación del servicio tienen los otros modos diferentes del masivo, tales 
como cobertura, parque automotor, conocimiento, desarrollos tecnológicos, 
investigación y demás que han sido desarrolladas por la estructura 
tradicional empresarial a partir de las agremiaciones que para el efecto han 
creado.  
 

 Se deben aterrizar las políticas públicas a las necesidades territoriales 
donde pretenden implementarse, teniendo en cuenta las condiciones 
específicas de las regiones y no las generales del país, pues allí a nuestro 
modo de ver, radican los principales problemas que se presentan cuando 
se pretende implementar los sistemas de transporte masivo, pues las 
condiciones generales no aplican en muchos casos a las particulares 
aquellas zonas donde se han estructurado sistemas de transporte masivo. 
 

 No se puede dejar a un lado la experiencia de quienes de una u otra forma 
han contribuido al desarrollo de la industria del transporte, 
independientemente del modo en que se desarrolle la misma, pues la 
interacción que el estado plantea en la socialización antes de implementar 
sus políticas públicas, no necesariamente aplica las sugerencias de quienes 
viven el día a día de la industria y por ende allí creemos radica gran parte 
del limitado éxito que han alcanzado los sistemas de transporte masivo. 
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inconstitucionalidad contra los artículos 2º y 119 parciales y el parágrafo 3º del 
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